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(Sin corregir) 


Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas, Presidente y Daisy Tourné, Vicepresidenta. 


Señores Representantes Julio Bango, José Bayardi, Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald 
Cantero Piali, Gustavo Cersósimo, Felipe Michelini y Aníbal Pereyra. 


Señores Representantes Jaime Mario Trobo, Carlos Gamou y Gustavo Osta. 


Señores Ministro del Interior Eduardo Bonomi; Director de Policía Nacional, Inspector 
Principal (R) Julio Guarteche; Subsecretario del Ministerio de Defensa Nacional, doctor 
Jorge Menéndez Corte; Sub Director General del Ministerio, Carlos Villar; Director de 
Política de Defensa, Carlos Silva y Asesora Adscripta a la Dirección General del 
Ministerio, doctora Josefina Nogueira; Ministro de Industria, Energía y Minería, ingeniero 
Químico Roberto Kreimerman; Director General de Secretaría, escribano Gustavo 
Fernández; Presidente del Directorio de ANTEL, Ingeniera Carolina Cosse, Gerente 
General, ingeniero Andrés Tolosa y asesores doctor Nicolás Cendoya, ingeniero Marcelo 
Evia y Jorge Braga. 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de recibir a los señores Ministros de Defensa Nacional, Interior e Industria, Energía y Minería, 
acompañados por las autoridades de la Administración Nacional de Telecomunicaciones, vamos a considerar 
el asunto que figura en segundo término del orden del día: "Día del trabajador rural". 


SEÑOR BAYARDI.- Más allá de la posición del Partido Colorado en cuanto a fijar la fecha de sanción 
del Estatuto del Trabajador Rural como el Día del trabajador rural, en la Comisión hay tres proyectos 
de ley a estudio: uno del señor Diputado Cardoso Ferreira, otro del señor Diputado Lacalle Pou y otro 
de los señores Diputados Vega Llanes y Groba. 


Nosotros vamos a votar el que declara el 30 de abril como Día del Trabajador Rural y como feriado no 
laborable. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Esperamos esta instancia para hacer la propuesta a la Comisión. Si se 
entiende que es necesario presentar un proyecto de ley, lo podemos hacer en la tarde de hoy durante la 
sesión de la Cámara. 


Como bien decía el señor Diputado Bayardi, hay tres propuestas. A nosotros nos parece que en la discusión 
de una de ellas se podría introducir la modificación que estamos proponiendo: que se declare como Día del 
trabajador rural el 7 de octubre de cada año, ya que -el 7 de octubre de 1946 se sancionó la Ley_N* 10.809 
que creó el Estatuto del Trabajador Rural. 


Reitero: si la Comisión entiende que esta propuesta debe tener la forma de un proyecto de ley, no tenemos 
ningún inconveniente. 


Por supuesto, compartimos el espíritu de la propuesta, como el resto de los partidos políticos. La única 
dificultad que tenemos refiere a la fecha. Nuestra propuesta se ajusta a la actividad del trabajador rural que 
tuvo su Estatuto el 7 de octubre de 1946. 


SEÑOR PEREYRA.- Lo expresado por los señores Diputados Bayardi y Cantero Piali es correcto. La 
diferencia entre los tres proyectos de ley que tenemos a estudio y la propuesta del Partido Colorado 
refiere a las fechas. Cada una de las fechas tiene su fundamentación. El primer proyecto fue 
presentado en el Período pasado. Hubo otro anterior que en este Período no se desarchivó. El único 
que se desarchivó fue el presentado por el señor Diputado Cardoso Ferreira, que propone la fecha del 
22 de diciembre, aunque no se explica su fundamentación. 


El señor Diputado Lacalle Pou presentó otro proyecto de ley de dos artículos, en el que propone el 13 de 
setiembre, fecha que coincide con el día de la primera exposición de la Asociación Rural. 


La otra propuesta, presentada por los señores Diputados Vega Llanes y Groba, toma la sugerencia de la 
organización de los trabajadores rurales sindicalizados para que se declare Día del trabajador rural el 30 de 
abril, día en que se realizó la primera asamblea luego de la dictadura, en 1985. Se entiende que esta es una 
fecha emblemática para la organización de los trabajadores rurales en la reivindicación de sus derechos. 


Nosotros apoyamos esta última propuesta. 


Cuando comenzamos a analizar estos proyectos planteamos incluir el artículo 2* del proyecto de ley del señor 
Diputado Lacalle Pou, que establece que el Poder Ejecutivo organizará y promocionará durante ese día las 
actividades y medidas necesarias, destinadas a difundir la importancia de la labor del trabajador rural en 
nuestro país. 


Por lo tanto, vamos a votar el proyecto presentado por los señores Diputados Vega Llanes y Groba, 
agregándole el artículo 2” del proyecto de ley del señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- La propuesta del señor Diputado Lacalle Pou establece la fecha del 13 
de setiembre como Día del trabajador rural. Esta fecha nos parece razonable, aunque todas pueden ser 
válidas. 


Sin desmedro de ello, no tendríamos problema en votar la sugerencia que está haciendo llegar el Partido 
Colorado, a la que también se le podría agregar el artículo 2” del proyecto de ley presentado por el señor 
Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría nos sugiere que se aclare que el Día de Trabajador Rural será 
en tal fecha "de cada año". Además, trabajador rural debería ir en minúscula y en mayúscula, como 
figura en el repartido. 


Hay unanimidad en votar un feriado no laborable por el Día del trabajador rural. También existe unanimidad 
en agregar un segundo inciso con la redacción presentada en el proyecto de ley del señor Diputado Lacalle 
Pou. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Debería establecerse que el feriado no laborable será solo para los 
trabajadores rurales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el artículo 1? quedaría redactado de la siguiente forma: "Declárese 
el 30 de abril de cada año Día del trabajador rural como feriado no laborable para los trabajadores 
que desempeñan dicha actividad". 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——— Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


Ha quedado aprobada la Carpeta N* 1480 y se anexan las Carpetas N* 3050/08 y 1393/12. 


SEÑOR CANTERO PIALI- He votado negativamente por diferir en la fecha propuesta. 
Consideramos que debe haber un día del trabajador rural y que debe ser feriado no laborable para 
quienes desempeñan esa actividad, pero diferimos en la fecha. Entendemos que la fecha debió ser el 7 
de octubre, día en que en el año 1946 se sancionó la Ley N” 10.809 que creó el Estatuto del trabajador 
rural. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Creemos que, como el 30 de abril está muy próximo al 1” de mayo, quedarían 
dos feriados no laborables muy cerca. Esto generaría una distorsión importante de las actividades, con 


una incidencia perjudicial en el desempeño del sector. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que no he acompañado el proyecto, porque quería fijar la fecha 
para el 13 de setiembre, tal cual estaba señalado en la iniciativa del Diputado Lacalle Pou. 


El artículo 2* dice: "El Poder Ejecutivo organizará y promocionará, durante ese día, las actividades y medidas 
necesarias destinadas a difundir la importancia de la labor del Trabajador Rural en nuestro país". 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
SEÑOR BAYARDI.- Propongo al señor Diputado Pereyra como miembro informante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar lo propuesto. 


(Se vota) 


——— Ocho en nueve: AFIRMATIVA. 
SEÑOR BAYARDI.- Propongo hacer un intermedio hasta la llegada de los Ministros. 
SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 


(Se vota) 


——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión pasa a intermedio. 
(Es la hora 10 y 45) 
——- Continúa la reunión. 


(Ingresan a Sala los señores Ministros de Industria, Energía y Minería y del Interior, y el señor Subsecretario 
de Defensa Nacional, y asesores) 


——- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida al señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería, ingeniero químico Roberto Kreimerman, al Director General de 
Secretaría, escribano Gustavo Fernández, y a la Presidenta de Antel, ingeniera Carolina Cosse, y sus asesores, 
señor Jorge Braga, doctor Nicolás Cendoya, ingeniero Marcelo Evia e ingeniero Andrés Tolosa. Asimismo, 
recibimos al señor Subsecretario de Defensa Nacional, doctor Jorge Menéndez, al Director General de 
Política de Defensa, señor Carlos Silva, al Subdirector General, señor Carlos Villar, y a la asesora adscripta a 
la Dirección General, doctora Josefina Nogueira, y al señor Ministro del Interior, Eduardo Bonomi, y al 
Inspector Principal (R) Julio Guarteche, Director de la Policía Nacional. 


Agradecemos la rápida comparecencia de tan numerosa delegación, que responde a una solicitud de 
convocatoria realizada por el señor Diputado Trobo y aprobada por la Comisión. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, agradezco a la Comisión que haya sido receptiva al planteo que 
formulamos oportunamente con el señor Diputado Borsari Brenna en nombre del Partido Nacional, 
para realizar esta convocatoria, en principio a los Ministros de Defensa Nacional e Interior y luego 
ampliada al Ministro de Industria, Energía y Minería por su correlato institucional con la gestión de 
Antel, la empresa pública de comunicación telefónica que opera el monopolio de la telefonía básica 
alámbrica. 


Voy a exponer brevemente el propósito de esta convocatoria para luego pasar a formular primero a los 
señores Ministros del Interior y de Defensa Nacional y luego al de Industria, Energía y Minería una serie de 
preguntas para trasladarlas a las autoridades de Antel, en relación con las capacidades en materia de 
tecnología con que cuenta actualmente el Estado uruguayo para la intervención de comunicaciones 
telefónicas. 


¿Por qué se realiza este planteo? En primer lugar, cuento con informaciones veraces y de fuentes confiables 
en el sentido de que las comunicaciones telefónicas, especialmente de telefonía celular, en ocasiones son 
intervenidas por alguna persona o entidad que cuenta con tecnología adecuada a tal objeto. ¿Por qué hacemos 
la consulta a los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional? Al Ministerio del Interior porque es el 
ministerio político que tiene bajo su responsabilidad la representación del Poder Ejecutivo en los temas 
políticos y yo diría vinculados con el ejercicio por parte de los ciudadanos de los derechos consagrados en la 
Constitución de la República, dentro los cuales el derecho a la privacidad de las comunicaciones y de la 
correspondencia es uno de los principales. Obviamente, otro motivo es que el Ministerio del Interior tiene 
bajo su mando organismos de seguridad, entre ellos la Policía Nacional que tiene, en su seno, organizaciones, 
oficinas, funcionarios, equipamientos y condiciones para realizar acciones preventivas en materia de 
seguridad, que incluyen la prevención y, dentro de este amplio campo, muchas acciones y comportamientos 
que seguramente son conocidos por todos. 


La convocatoria también alcanza al Ministerio de Defensa Nacional porque dentro de sus capacidades 
jurídicas y sus responsabilidades políticas tiene nada más ni nada menos que la competencia de la protección 
de la defensa y la soberanía nacional, un bien común que debe ser preservado con todos los instrumentos 
jurídicos, legales, constitucionales y políticos que tenga la sociedad. Obviamente, estos dos Ministerios, para 
llevar adelante sus gestiones, cuentan con estrategias y entidades que realizan distinto tipo de acciones, y 
sabemos -lo debe saber la ciudadanía -que disponen de elementos tecnológicos para desarrollar su tarea 
preventiva. 


El propósito de esta convocatoria es empezar a recorrer el camino de escribir un libro blanco de la tecnología 
con que cuenta el Estado uruguayo para este tipo de actuaciones como, por ejemplo, las intervenciones 
telefónicas. ¿Por qué? Por lo que dije al principio: en primer lugar, por las garantías constitucionales. En 


segundo término, porque la transparencia en estas cuestiones es un bien a preservar y, en tercer lugar, porque 
si no hay controles que exijan que el personal que utiliza esta tecnología debe asentar datos e informaciones y 
registrar cabal y responsablemente todo lo que ocurre, una persona o un grupo de personas puede usarla con 
fines ajenos al interés general. 


Vuelvo a lo del inicio. Me consta por informaciones que recibo de personas relevantes, confiables, que desde 
algún lugar se intervienen conversaciones de telefonía celular. Creo que ese secreto a voces que existe en el 
ámbito político desde hace algún tiempo -lo digo con franqueza -debe ser develado o desmentido, y la mejor 
forma de desmentirlo es con transparencia. Por eso, nuestro propósito no es escandalizar -si bien este es un 
tema grave, importante y de mucha sensibilidad pública -sino conocer, y hemos planteado esta convocatoria 
con esa dirección. ¿A qué nos llevará? En el ámbito de la Asamblea General estamos trabajando en una ley 
sobre inteligencia, en cuya necesidad coincidimos todos los partidos políticos, así como en la profundidad 
que debe tener, en sus contenidos y en la reserva que algunos de sus capítulos deben tener en el marco de las 
garantías que establece la Constitución y del respeto de los derechos de los ciudadanos. Allí, seguramente, 
vamos a encontrar un camino para asegurarnos que el uso de la tecnología sea adecuado a los fines lícitos y 
constitucionales y no ofrezca ninguna fuga o circunstancia en la cual su uso pueda tener otros fines. Por esa 
razón, reitero mi agradecimiento a los señores Ministros y a la señora Presidenta de Antel por estar presentes. 


He elaborado una nómina de preguntas para el Ministro del Interior y el Subsecretario de Defensa Nacional y, 
otra, para el Ministro de Industria, Energía y Minería y las autoridades de Antel. 


En ese sentido, entrego la lista de preguntas para que se puedan responder ordenadamente. 
SEÑOR BAYARDI.- Solicito que se dé lectura a las preguntas para que todos conozcamos su tenor. 


SEÑOR TROBO.- Reitero que estas preguntas están dirigidas al Ministro del Interior y al Ministerio 
de Defensa Nacional. 


Voy a dar lectura a las preguntas: "1.- Describir la totalidad del equipamiento disponible para interceptar, 
intervenir, bloquear o registrar comunicaciones de telefonía celular o móvil. Cantidad de equipos, 
características técnicas y posibilidades.- 2.- Desde qué fecha están en dominio del organismo. Desde qué 
fechas se han utilizado. Fecha de entrada al país. Modo de adquisición, fondos públicos o donación.- 3.- Área 
en el que están destinados. Personal a cargo de su operación y manejo. Dependencia jerárquica, quién toma 
las decisiones. A quién reporta el personal y por qué medios o procedimientos.- 4.- Cuáles son los protocolos 
de uso o utilización del equipamiento. Documentos en los que están descriptos, fecha de su aprobación.- 5.- 
Registros de operaciones, modo de registro, custodia de sus características.- 6.- Régimen al que está sujeto el 
personal a cargo de estas operaciones.- 7.- Normas jurídicas y reglamentarias habilitantes y de control". 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En primer lugar, voy a empezar diciendo que algunas de estas 
preguntas no corresponden y no las vamos a responder. Para nosotros, no corresponde explicar acá, 
cuáles son las características del equipamiento. 


En segundo término, no se trata de ningún misterio. No entró del exterior, sino que se desarrolló acá; no hay 
algo que haya entrado del exterior. Sí hay algo que se adquirió para bloquear, no para escuchar, y se utiliza 
para bloquear en cárceles. 


Lo más importante de esto es que no hay una escucha que no sea autorizada por un Juez, por lo tanto, el 
responsable de la escucha es el Poder Judicial. Cuando la Policía tiene alguna sospecha, investiga y faltan 
elementos, solicita autorización y el Juez la da o no, pero desde que la da es el responsable de lo que se hace 
después. No hay escuchas de la Policía que no cuenten con la autorización de un Juez. 


También, creo que hay que decirlo claramente, en este momento el desarrollo de la tecnología permite que 
empresas, periodistas o embajadas puedan contar con tecnología para escuchas que no pasan por un Juez ni 
por ninguna de las empresas de telefonía. Las que hace la Policía pasan por las empresas de telefonía, por lo 
tanto tiene que haber autorización de un Juez para que la empresa actúe en consecuencia. 


El año pasado fui a una exposición de defensa y seguridad en Brasil y una empresa extranjera me ofreció 
elementos de escucha legales e ilegales. Yo dije que era Ministro del Interior y que iba a ver elementos 
legales. No obstante, no se compró nada. Las que existen, están desde hace muchos años y fueron 
desarrolladas en el país. 


Luego de estas generalidades, voy a solicitar al Inspector Guarteche que amplíe la información. 


SEÑOR TROBO.- Lo primero que quiero decir es que por lo menos para mí no es correcto que el 
Ministro diga que hay preguntas que no corresponde que se respondan. Lo digo francamente. Nosotros 
venimos en una actitud ciudadana y responsable. La responsabilidad que estamos ejerciendo aquí 
supone una corresponsabilidad del Poder Ejecutivo. Si el señor Ministro no quiere responder lo que le 
estamos preguntando, trataremos de averiguarlo por otra vía. 


Yo exijo que se señale cuál es el equipamiento con el que cuenta el Ministerio del Interior a esta fecha. 
Quiero saber cuántos equipos existen, qué entidades los tienen y cuál es el procedimiento que se utiliza para 
su uso. Si el Ministro tiene la seguridad, y nos la trasmite, de que no se realiza ningún tipo de operaciones 
desvinculadas de una decisión judicial, perfectamente puede responder todas estas preguntas y justificarlas. 
Puede justificar los antecedentes, la forma en la que se registran, el personal que opera, cómo está 
jerarquizado y qué garantías ofrecen a la ciudadanía. 


A mí me sorprende que el Ministro del Interior no ofrezca a los ciudadanos, a través de una Comisión 
parlamentaria, una información más profunda, respetuosa y cabal de esta cuestión que es de alta sensibilidad. 
Digo esto francamente porque yo esperaba una preparación en otros términos, vinculada con la visión que me 
han dado otros gobernantes de mayor jerarquía que el Ministro, acerca de la preocupación que hay sobre este 
tema. Esas jerarquías también me dieron alguna versión en el sentido de que en Uruguay ocurren algunas 
operaciones de estas características realizadas por terceros. 


Si el Ministro del Interior viene aquí a decir que no va a informar qué es lo que hace o qué es lo que tiene a 
su cargo, pero que sabe que los privados y las embajadas realizan intervenciones de comunicaciones 
telefónicas en Uruguay, es mucho más grave todavía, porque el que nos tiene que ofrecer garantías para el 
ejercicio de nuestros derechos no lo está haciendo. Entonces, todo eso que el Ministro ha querido decir en 
una corta frase, le pido que lo extienda, y reitero el pedido respetuoso de que responda una por una las 
preguntas y diga en qué pregunta no quiere dar información, porque me parece una falta de respeto conmigo, 
con esta Comisión y con el Parlamento que se diga que hay preguntas genéricamente que no se van a 
responder. Bajo ningún concepto admito esto por una cuestión de responsabilidad, porque la lectura de esta 
versión taquigráfica por parte de cualquier ciudadano, con la respuesta del Ministro y en los términos en que 
lo ha hecho, será francamente decepcionante. 


Por lo tanto, solicito al Ministro que reflexione y antes de dar la palabra al Director Nacional de Policía que 
está subordinado y que no tiene responsabilidad política, sino que la tienen el Ministro y el Subsecretario, 
que no vino, diga qué preguntas no va a responder. Me parece que es el mínimo de respeto, porque yo le 
presenté preguntas por escrito, no las he hecho al vuelo. He tratado de concentrarme y las he analizado 
durante varias horas para tratar de ser objetivo. Ninguna tiene términos hirientes ni presumen absolutamente 
nada, sino que solicitamos pura y dura información. Y me parece que merecemos una respuesta en los 
mismos términos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Me parece un poco atrevido lo suyo, porque usted intervino 
antes de escuchar... 


SEÑOR TROBO.- Yo no dije que usted fuera un atrevido. Hágame el favor: respéteme. 
(Interrupciones) 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Estoy hablando, yo no lo interrumpí cuando usted habló. 


(Interrupciones.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debo encauzar la reunión, por lo que solicito a todos que tratemos de 
dirigirnos en términos cordiales y adecuados. 


Esta Comisión, en uso de las competencias que la Constitución prevé, ha invitado a los señores Ministros 
para brinden información. Por consiguiente, vamos a solicitar que se brinde esta información y que se guarde 
el debido respeto de todas las partes. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señor Presidente: si yo digo que algo es atrevido es por el 
concepto que manejó. Yo no dije que fuera un atrevido; se lo podría haber dicho, pero no se lo dije. 
Afirmé que lo que dijo es atrevido; y es atrevido lo que dijo, porque Usted ni siquiera escuchó el final 
de la intervención del Ministerio del Interior. Yo dije que le iba a pedir al Director de la Policía 
Nacional que ampliara la información. El señor Diputado se adelantó a lo que estábamos 
respondiendo. 


Yo le voy a decir lo que no voy a responder. Sobre las características de la tecnología, no voy a responder, 
porque no corresponde. 


SEÑOR TROBO.- ¿Por qué razón? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- ¿Por qué tiene que saber el delincuente la tecnología con la 
que se le escucha? No tiene por qué saberlo. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 
——- Sí, el delincuente, porque al que se escucha es al delincuente. 
SEÑOR TROBO.- Pero estamos hablando del Parlamento. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No, pero esto consta -en actas, lo levanta la prensa, ¿o el señor 
Diputado no lo sabe? 


Señor Presidente: ¿no sabe el señor Diputado que todo lo que se dice acá, sale? ¿Lo ignora? Lo sabe 
perfectamente, y si decimos que no conste en actas... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Ministro pide que no conste en actas, se suspende el registro de la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No, con la cantidad de gente que hay, no: igual se sabe. 


Acá no vamos a hablar de la tecnología; de lo demás, hablaremos, de la tecnología no. 


La misma pregunta se ha formulado en pedidos de informes, y hemos respondido esto; y lo seguiremos 
haciendo. 


Yo quiero que el Director de la Policía Nacional amplíe la información y después retomaré la palabra, porque 
es la versión del Ministerio del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le solicita una interrupción el señor Diputado Bayardi. 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí. 
SEÑOR BAYARDI.- Voy a dejar una constancia. 


Comparto absolutamente la posición de que dar a conocer las características del equipamiento disponible 
para interceptar, intervenir, bloquear o registrar comunicaciones y las técnicas no corresponde. Y no 


corresponde, no solo porque esto ha habilitado a que cualquiera que quiera llevar adelante acciones de 
naturaleza delicuencial pueda conocer con qué tecnología y con qué capacidad cuenta el Estado, sino por 
otras preocupaciones que tengo en esta materia -y que después, cuando me toque intervenir, se las plantearé 
al señor Ministro -y me las contestará, o no, con la misma característica, sin preguntar acerca de las 
capacidades técnicas que se tiene. Concretamente, refieren a si tenemos la capacidad de contrainteligencia 
como para interferir y saber, por ejemplo, no solo si a mí me escucha ilegalmente el Estado -cosa que 
descarto, sino otros actores que están insertos en este país y que tienen las capacidades tecnológicas 
desarrolladas como para escucharme a mí y a cualquiera de nosotros. Estoy hablando, entre otros casos, de 
embajadas: podría pensar por lo menos en tres, cuatro o cinco embajadas que podrían tener interés en hacerlo 
-Inclusive, algunas vecinas -sin ningún otro perfil ideológico que el de estar enteradas de cuáles son los 
niveles de intercambio del sistema político uruguayo. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


——— Por lo tanto, pido que se hable a título personal, porque todavía no hemos fijado posición, como 
Comisión, de las valoraciones que merezcan las respuestas. En ese sentido, estoy totalmente de acuerdo y 
respaldo la opinión de que no hay por qué describir el equipamiento disponible. Se preguntará; ¿se tiene la 
capacidad de interceptar?, y se responderá:"Sí se tiene" o "No se tiene". Veremos cuáles son las explicaciones 
que brinde en su ampliación el Director de la Policía Nacional y luego haremos las evaluaciones. 


Me parece que si las respuestas a estas preguntas quedaran registradas en la versión taquigráfica, estarían más 
al servicio -lo digo con total convicción -de quienes quieren llevar adelante determinado tipo de acciones que 
del supuesto -que después discutiremos -libro blanco de la tecnología al que se apela. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Aclaro también que no dije que lo estén escuchando los que 
mencioné: dije que tienen la tecnología, que pueden tener la tecnología. Eso es lo que dije. No afirmé 
que lo estén escuchando a Usted ni a nadie. Dije que pueden tener la tecnología, porque el valor de esa 
tecnología es muy bajo, y la tienen. 


Después voy a retomar la palabra, pero quiero que primero desarrolle algunos conceptos el Director de la 
Policía Nacional. 


SEÑOR GUARTECHE.- Muchas gracias, señor Presidente, buenos días. 


En primer lugar, podemos decir lo que no tenemos. Actualmente, todos los países del mundo tienen equipos 
estratégicos y tácticos de escucha telefónica. Los estratégicos son aquellos que están instalados en una base a 
la que llegan las conexiones por línea, que contienen la data y la voz. Permiten otro tipo de interceptaciones, 
por ejemplo, de fax, correo electrónico, mensajes de texto y, además, se instalan acompañados por otro 
software que permite analizar la información cruzando datos. 


Cuando hablamos de equipamiento táctico, nos referimos concretamente a lo que se denominan "valijas", que 
permiten interceptación limitada a un área geográfica, donde tiene influencia la antena bajo la cual se 
encuentra el equipo. 


No disponemos de ninguna de esas dos tecnologías. Lo que tenemos es una solución tecnológica que hemos 
encontrado, muy elemental, muy artesanal, que fue inventada por los efectivos de la Dirección que comandé 
y que después se distribuyó al resto de la Policía Nacional, con capacidad muy limitada. Y si se me permite 
opinar, quiero decir que un Estado no debería permitirse no tener equipos estratégicos y tácticos bajo su 
égida, con los controles necesarios de las autoridades que correspondan. 


Lo que tenemos ahora es un equipo muy precario, muy elemental, artesanal -reitero, que fue hecho con 
diferentes partes, unidas, por los técnicos que teníamos en la Dirección de drogas. Eso es lo que hay. 


De manera que la segunda pregunta queda contestada: no hubo ingreso del exterior de ninguno de estos 
equipos, por lo menos de los que nosotros manejamos, y tampoco hubo adquisición, ni fondos públicos o 
donación. 


Todo eso está destinado especialmente a las áreas de inteligencia dentro de la Policía, donde tenemos tres 
Direcciones: la Dirección General de Información e Inteligencia, la Dirección contra el Crimen Organizado 
de Interpol, la Dirección General de Represión y Tráfico Ilícito de Drogas, y Jefaturas de Policía, que tienen 
capacidad para hacer estas interceptaciones. Por supuesto que todas las interceptaciones se hacen con 
autorización judicial. En realidad, es una medida judicial, no policial. Según lo que establece la ley, primero 
se pide al Ministerio Público y este es el que hace el pedido al Juez, el Juez es el que autoriza las escuchas, y 
a partir de ese momento sigue autorizando las escuchas que salen o surgen de la escucha inicial. Se reporta 
semanalmente, o como lo disponga el Juez, conforme al avance de las operaciones. 


No hay reporte hacia las autoridades del Ministerio del Interior de ninguna de las operaciones que se realizan. 
Se han dado órdenes al respecto, no documentadas. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Qué quiere decir el Inspector Principal Guarteche con que no hay reporte 
hacia las autoridades del Ministerio del Interior? ¿Que se reporta solo al Juez? 


SEÑOR GUARTECHE.-- Sí, señor, porque se entiende que en una operación táctica solamente el Juez y 
los policías involucrados deben estar enterados, y no tiene por qué estar enterado el señor Ministro, y 
ni siquiera el Director de la Policía Nacional. 


SEÑOR TROBO.- ¿Dónde consta eso? 


SEÑOR GUARTECHE.- Es una orden verbal que se ha dado, señor; se ha dicho en numerosas 
oportunidades, en diversas reuniones, y ha quedado establecido así. 


SEÑOR TROBO.- Por orden verbal. 
SEÑOR GUARTECHE.- Sí, señor, verbal. 


Los protocolos están establecidos en las distintas unidades especializadas; por supuesto que no tengo en estos 
momentos las fechas de aprobación. 


El registro de las operaciones es digital y no puede ser modificado bajo ninguna forma, ni de la data ni de la 
vOZz. 


La custodia está a cargo del personal. El personal está sujeto a algunas consideraciones especiales de control, 
no tiene ninguna posibilidad de sacar la información; salvo los niveles más responsables, que son los que 
sacan la información para llevarla a los Juzgados, el resto del personal no tiene posibilidades técnicas de 
sacar la información, porque se han eliminado todas las posibilidades que tienen las computadoras de sacar 
información acerca de lo que se ha escrito o escuchado. 


En cuanto a las normas reglamentarias y jurídicas habilitantes son que las que se prevén en la Constitución de 
la República, en el Código del Proceso Penal y en la última norma que se aprobó, la Ley_N” 18,494, de 
vigilancias electrónicas, que es un concepto mucho más avanzado y amplio que las simples escuchas 
telefónicas, porque cuando hablamos de vigilancia electrónica nos referimos a todos los medios electrónicos 
actuales de comunicación. 


Básicamente, creo que he contestado todas las preguntas que figuran acá, pero estoy a las órdenes si tiene 
alguna otra interrogante. 


Para finalizar mi exposición, quiero hacer un comentario: creemos que desde hace algún tiempo la 
herramienta de la escucha telefónica está bajo ataque en nuestro país. Se está tratando de desprestigiar a la 
herramienta de la escucha telefónica. No es la primera vez que recibimos pedido de informes o cuestiones 
relacionadas con la utilización de este tipo de herramientas. Para nosotros, la escucha telefónica es una 
herramienta fundamental, que es la que nos ha permitido tener éxito contra las organizaciones de crimen 
organizado hasta ahora. Generalmente, el crimen organizado cumple con cinco etapas fundamentales: la 
producción o adquisición, transporte, comercialización, distribución y lavado de activos, y la única manera de 
conectar esas etapas es a través del acceso a las comunicaciones que realizan sus miembros. Entonces, 


mantener esta herramienta es algo fundamental y, por supuesto, con lo que se dijo hoy en cuanto a que 
tengamos la credibilidad y la confianza de que se está utilizando de la manera adecuada. 


Hasta donde yo conozco, en la Policía no existe ningún tipo de equipamiento, lamentablemente. Deberíamos 
contar con uno, eso no debería considerarse como algo caro para un Estado, dado el constante ataque de que 
somos objeto por parte de las organizaciones del crimen organizado. Cualquier equipamiento se paga solo, a 
mi entender, con el producido que se pueda obtener del lavado de dinero, por ejemplo, de una organización 
criminal. Creo que no deberíamos perder de vista el aspecto que se mencionaba hoy, que es fundamental que 
esto sea claro, aunque no puede ser público, y debemos tener la visión de que adquirir un equipamiento de 
este tipo no es un gasto, sino una inversión para cuidar la seguridad de la República. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Me sumo a la bienvenida a la nutrida delegación que nos visita en el día 
de hoy. 


Entiendo lo que dijo el Inspector Principal de que la herramienta de las escuchas telefónicas está bajo ataque. 
En un momento nombró a los pedidos de informes y no entendí qué forma de ataque sería hacer un pedido de 
informes. Me gustaría que aclarara este aspecto, porque no lo comprendí. 


SEÑOR GUARTECHE.- Perdón, no me refería a que los pedidos de informes ni la presencia en este 
lugar sean parte del ataque. No aludo a eso. Sí hago referencia a versiones que se dejan sentir por 
distintos lugares y se hacen llegar a nuestros líderes políticos con respecto a que están siendo 
escuchados por ciertas personas en determinados lugares. De eso sí tenemos conocimiento; - 
lamentablemente, no tenemos como contrarrestar esto. No sé: tendríamos que jurarlo con la Biblia en 
la mano, no se me ocurre otra forma de que se nos crea que realmente no estamos participando en 
ninguna actividad de ese tipo. Si tuviésemos conocimiento de que existe ese tipo de actividades las 
castigaríamos y las enviaríamos a la Justicia, como corresponde. Pero me refería a esto, no a los 
pedidos de informes, que por supuesto no los incluyo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Después de estos minutos de preguntas y algunas respuestas, sin 
desmedro de poder continuar, me parece que el señor Ministro del Interior ha hecho una afirmación 
muy importante y tajante, y es que en el Ministerio del Interior no se producen escuchas telefónicas 
ilegales. Eso también ha sido ratificado recién por el Inspector Principal Guarteche; inclusive, él ha 
dicho -por eso he solicitado la palabra -que si en las jerarquías del Ministerio se enteran de que se 
producen escuchas ilegales, se procederá con todo el rigor de la ley y de lo que la Constitución manda. 


Esto es un insumo muy importante. Quería dejar constancia de eso y solicitar al Ministerio que si en algún 
momento se detecta que, por parte de uno o varios funcionarios, se produce un desvío respecto de las 
escuchas que pueden ser legales y por orden judicial, se proceda con todo el rigor de la ley. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo ya había anunciado que haría uso de la palabra luego de 
que hablara el Inspector Guarteche. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro: el señor Diputado Trobo quisiera hacerle una pregunta al 
Inspector Principal Guarteche. 


SEÑOR TROBO.- Es a propósito de -las respuestas que ha dado el Inspector Guarteche, que por cierto 
lo ha hecho con bastante más precisión y criterio objetivo y respetuoso que el señor Ministro. Ha dicho 
que no hay equipos estratégicos y no hay equipos tácticos. La Policía tiene un solo equipo, que fue 
creado, que es un clon de equipos. Ese solo equipo es el que se utiliza para las intervenciones 
telefónicas. Y ¡cuidado!, voy a decir algo. En primer lugar, yo no creo que la información que estemos 
solicitando sea de tal sensibilidad que el solo hecho de una discusión parlamentaria le ofrezca a los 
delincuentes la posibilidad de conocer más sobre los procedimientos que utiliza el Ministerio del 
Interior o la Policía. No lo creo. Porque se ha hablado de que la tecnología es conocida; porque se ha 
hablado de que existen en todos los lugares del mundo; porque se ha hablado -el Ministro lo ha dicho - 
de que le han ofrecido, en una conferencia internacional, hacer escuchas ilegales y legales. No sé a qué 


legalidad se refería quien ofreció eso, porque hay Estados en los cuales -como Cuba o algún otro país - 
la legalidad es escuchar a la gente. En Uruguay, la legalidad es no escuchar a la gente. 


(Interrupción del señor Representante Bayardi) 


——- Perfecto, en Estados Unidos también; la ley patriótica. Por supuesto, señor Diputado Bayardi: Cuba o 
Estados Unidos, la ley patriótica. Pero yo quiero saber cuáles son las capacidades que hay en mi país. ¿Por 
qué lo digo? En primer lugar, porque si no hay otros equipos -y se nos afirma que no hay otros equipos, el 
delito lo va a saber, lo va a conocer. Además, ya lo debe saber, no se van a enterar por una comparecencia 
parlamentaria. 


Ahora bien: la utilización de cualquier procedimiento con el fin de preservar la seguridad también tiene que 
realizarse dentro de un sistema de garantías. Y si el Ministro del Interior se preocupa por la información que 
pueda revelar acá -razón que lo lleva a decirnos que no va a contestar alguna de nuestras preguntas, pero, 
increíblemente, a los minutos, las contesta el Director de la Policía Nacional-, lo que tendría que haber hecho, 
como corresponde, responsablemente, es provocar una instancia de diálogo político de las que el Uruguay 
está habituado a tener para el tratamiento de los temas sensibles e importantes, y, sin revelar información, 
brindar una justificación de qué es lo que se tiene, qué es lo que se puede hacer y de qué forma hay que 
preservar esa información. 


Francamente, hubiese deseado que el Ministro me hubiera llamado para decirme: "Mire, señor, yo le tengo 
que decir a usted hasta esto, y no le puedo decir más nada". No esperaba que viniera aquí, al Parlamento, a 
decirnos que no nos va a decir qué tecnología tienen porque se va a enterar el delincuente si lo dice en una 
comparecencia parlamentaria. 


Ministro: usted sabe muy bien que, tal vez, hasta dentro del Ministerio se conoce esta información sin 
necesidad de que usted la diga en el Parlamento. 


Yo reencauzo y vuelvo a preguntar: ¿hay un solo equipo? ¿Dónde está ese equipo? Si no hay más equipos, 
quiero que se reitere que no hay ningún otro tipo de equipamientos en el Ministerio del Interior. A esta altura 
ya no pido que me digan qué equipo, sino si los hay. 


Gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Ministro 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La pregunta se la hicieron al Inspector Principal Guarteche. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo debo darle la palabra a Usted, para que designe a quien entienda 
pertinente. 


SEÑOR BAYARDI.- Voy a aclarar algunas cosas de procedimiento. Las preguntas van dirigidas al 
Ministro -no importa quiénes estemos acá, no al Inspector Principal Guarteche. Entonces, no 
corresponde decir: "Voy a realizar preguntas al Inspector Principal Guarteche"; se le realizan las 
preguntas a los Ministros. Acá, los que tienen responsabilidades políticas son los Ministros, no el 
Inspector Principal Guarteche. 


Descarto -para hacer ya una apreciación sobre algo que se ha dicho -que al Inspector Principal Guarteche no 
se le ocurrió decir las cosas que dijo sin haber programado con el señor Ministro que eran las respuestas que 
iba a dar. 


(Diálogos) 


——- Vamos a manejar los límites así como se plantean. Acá hubo una intervención del señor Ministro del 
Interior, que dijo que después -le iba a dar la palabra al Inspector Principal Guarteche. 


Aclaro que, para mí, el Inspector Principal Guarteche -es mi posición; la responsabilidad es del Ministro -dio 
muchísima más información de la que yo hubiera autorizado a brindar. Pero las preguntas van dirigidas al 


Ministro y, en todo caso, él dirá quién las contesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendiendo que ese es el procedimiento, le dimos la palabra al señor 
Ministro Bonomi y creo que el señor Diputado Trobo hizo su intervención en el mismo sentido. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Antes de autorizar al Inspector Principal Guarteche a que 
haga uso de la palabra, voy a hacer alguna aclaración. 


El Inspector Principal Guarteche tampoco respondió acerca de las características técnicas de los equipos, que 
fue lo que dije que no íbamos a responder. No se trata de un problema de respetuosidad, irrespetuosidad, 
interpretaciones al margen. Porque yo podría interpretar que me trató de irrespetuoso al decir que el Inspector 
Principal Guarteche fue mucho más respetuoso. Eso no importa. Lo que yo quise dejar sentado es que no 
vamos a decir cuáles son las características técnicas. No lo vamos a hacer como posición del Ministerio, no 
mía. 


El Inspector Principal habló de las características estratégicas o tácticas. En otro país, también nos han dicho, 
hablan de material estratégico -táctico. En Brasil, una empresa que no era brasileña, habló en los términos 
que yo dije. Estaba referido a que lo legal era lo estratégico y lo ilegal era lo táctico, lo mencionaron de esa 
forma. Entonces, no hay ninguna inferencia. El Inspector Principal dijo cosas que yo creo que tiene que 
ampliar, porque él no señaló que hay un solo equipo. No sé cómo se interpretó que hay un solo equipo. Él 
dijo cómo se armó un equipo que luego se repitió -habló de la forma de hacer el equipo. No hay un solo 
equipo; hay una sola característica de equipo, repetido, pero en un solo tipo de equipo. 


Yo había solicitado intervenir después porque, a partir de todo esto, nosotros estamos tratando de desarrollar 
un sistema de centralización de la escucha para que sea todavía mejor controlada por el Poder Judicial y, 
además, con la idea de establecer un libro blanco -como se mencionó, que establece quién esta fuera de las 
escuchas. 


En determinado momento tuvimos pedidos de informes sobre esto; respondimos en los mismos términos que 
acá y, efectivamente, terminamos yendo a la casa de un legislador para hablar en otros términos. Pero no fue 
lo que pasó ahora, no fue esa la convocatoria que se realizó ahora. En esta ocasión se convoca a tres 
Ministerios para saber, no si se está escuchando, sino para realizar este tipo de preguntas sobre las 
características técnicas y varias cosas más, que se traen acá. ¿Por qué yo voy a llamar a un Diputado para 
hablar si la Comisión convoca a tres Ministerios y a uno de ellos lo cita para que venga, además, la empresa 
telefónica estatal? ¿Cómo se puede arreglar eso hablando con un Diputado? 


Yo creo que lo más importante que nosotros traemos acá, como Ministerio del Interior, es lo que decía el 
señor Diputado Borsari Brenna. No es que el Ministerio del Interior no realice escuchas ilegales: las escuchas 
que hace las realiza a partir de la intervención de la Justicia. Y es exactamente como lo dijo el Inspector 
Principal Guarteche: no va más primero a un Juez. Primero va al Fiscal, que le pide al Juez y este establece la 
escucha. Ninguno de los mandos políticos del Ministerio tenemos idea de qué se ha escuchado. A lo sumo, 
cuando se han encontrado pruebas y un Juez determinó que se intervenga, nos enteramos después, no antes. 


¿Por qué esto es importante? Acá se mencionaron países y se hizo con un carácter político. Ninguna de las 
escuchas que autoriza un Juez tienen carácter político: están dirigidas contra organizaciones criminales. Y el 
Ministerio del Interior -creo que todos lo saben -puede tener una responsabilidad política y posee también 
una estructura profesional que no tiene nada que ver con la conducción política. Un policía puede tener 
cualquier pensamiento político, y en un mismo organismo puede haber policías con distinto pensamiento 
político. Precisamente, como están en el mismo organismo, con diferente pensamiento político, no 
permitirían que se realice una escucha dirigida políticamente. Esto es lo que menciona el Inspector Principal 
Guarteche. 


¿De dónde viene el desprestigio de la escucha? ¿Viene de la política? No; viene de las organizaciones 
criminales, y estas utilizan todos los medios. En la prensa, yo creo que se corren versiones. Todo apunta a 
destruir el elemento más efectivo que tiene el país para combatir a las organizaciones criminales de 
narcotraficantes y de crimen organizado. Esa es la razón. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Descartamos que la solicitud de comparecencia de los Ministros y de 
los jerarcas realizada por el señor Diputado Trobo y por quien habla tenga el sentido de discernir entre 
las escuchas legales y las ilegales. Como partido político apoyamos totalmente que se combata el 
crimen organizado por todos los medios legales y constitucionales al alcance del Ministerio del Interior. 
Señor Presidente y señor Ministro: tengan claro que en cualquier circunstancia vamos a apoyar el 
combate al narcotráfico, al lavado de dinero y al delito. Me parece importante que quede constancia de 
que compartimos plenamente lo expresado por el señor Ministro. 


Ocurre que hemos recibido información, que ha proporcionado el señor Diputado Trobo, en el sentido de que 
podría haber otro tipo de escuchas, que serían ilegales. A eso sí nos oponemos tajantemente. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Falta que el Inspector Guarteche aclare parte de la pregunta 
que yo, en general, traté de responder. 


SEÑOR GUARTECHE.- Quizá, me expresé mal. Yo me refería a que se creó un modelo que se repitió 
en las diversas unidades: en Drogas, en Inteligencia, en Crimen Organizado y en algunas otras 
unidades operativas de la Policía. Lo que creamos fue un modelo; hay muchos equipos. 


Lo que decía el señor Ministro es que queremos concentrar la escucha en un solo lugar -ojalá pudiéramos 
hacerlo; hay que invertir tecnológicamente, centralizando la data y descentralizando la escucha. Podemos 
tener un único centro de escucha que sea monitoreado en cualquier momento por las autoridades que se 
acuerden -pueden ser del sistema judicial, y descentralizar la escucha. Me refiero a que si Artigas tiene una 
operación y quiere escuchar, tiene que pasar por ese aparato. Pero Artigas escucha en Artigas. Quisiéramos 
tener ese equipo estratégico. Ahora no lo tenemos. 


Por ejemplo, quisiéramos tener la capacidad que tuvieron en Bombay, en oportunidad del atentado terrorista. 
Allí los terroristas utilizaban los teléfonos de las personas muertas. Fue muy claro en el Hotel Taj Mahal: 
llamaban a sus jefes, recibían instrucciones, tiraban ese teléfono y agarraban otro de otra persona muerta. 
¿Cómo la policía india escuchó todas esas llamadas y pudo determinar su origen? Porque tenía un equipo 
táctico afuera, que instaló inmediatamente para empezar a escuchar las conversaciones. 


Hace poco tiempo en el Aeropuerto de Carrasco se hizo un simulacro de toma de un avión por parte de 
terroristas. La hipótesis que se manejó fue neutralizar todas las comunicaciones, pero nosotros dijimos: "No, 
no neutralicemos todas las comunicaciones. Escuchémoslas para saber qué es lo que está pasando, qué 
instrucciones se están dando, con quién están conectados". Para eso es necesario un equipo táctico, por 
supuesto utilizado de acuerdo con lo que establece la ley. 


En el mundo que vivimos hoy, es absolutamente necesario contar con los dos tipos de equipamiento. En este 
momento en Uruguay no tenemos ninguno de los dos. 


SEÑOR TROBO.- Me queda más claro cuando responde el Inspector Guarteche que cuando contesta 
el señor Ministro del Interior. De todos modos, la autoridad política me contesta que no me va a decir 
ciertas cosas que pregunto. Eso es, por lo menos, una forma de responder. 


El señor Ministro dijo que en Uruguay existe la posibilidad de que se realicen intervenciones de llamadas 
telefónicas -me refiero a las celulares, que es el medio más usado hoy en día, y es para el que la tecnología ha 
desarrollado más capacidades -por parte de entidades públicas, privadas, extranjeras, embajadas de otros 
países. Yo creo que, en la medida en que el señor Ministro constata que eso puede ocurrir o que ocurre, es 
muy importante saber quién está en condiciones de hacer ese tipo de intervenciones en el Uruguay y de qué 
forma los ciudadanos uruguayos podemos tener garantías de que nuestras llamadas telefónicas no serán 
intervenidas. Es una pregunta al señor Ministro, como corresponde. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo dije que, de acuerdo con el desarrollo de la tecnología, es 
una posibilidad. Yo no dije que estén escuchando, sino que es una posibilidad de acuerdo con el 
desarrollo de la tecnología y con el precio que tienen esos instrumentos. Para detectar si se está 
haciendo o no, nosotros no tenemos tecnología. Reitero: no tenemos la tecnología para detectarlo. 


SEÑOR GAMOU.- No integro la Comisión pero quiero hablar porque hace un año y medio me enteré 
por la prensa de que habían estado pinchando mis correos electrónicos. Por lo tanto, creo que tengo 
cierta autoridad política para hablar. En aquel momento el señor Diputado Trobo me llamó para 
solidarizarse. Era un bobo que andaba "fishing", como creo que se dice. 


Me parece que está muy bien que el Parlamento controle al Poder Ejecutivo, pero hay algunas cosas con las 
que debemos tener cuidado, mucho cuidado. Cuando fuimos oposición, nosotros tuvimos cuidado. Recuerdo 
que siendo Diputado hubo un episodio de espionaje por parte de un determinado país. Vino el entonces 
Prosecretario de la Presidencia, doctor Scavarelli, a informar del tema y mantuvimos fuera de la versión 
taquigráfica determinadas explicaciones. 


Yo creo que como Parlamento nos estamos acostumbrando -lo digo con el mayor respeto -a no tomar en 
cuenta cuál es el interés estratégico del país. Hace un par de meses tuvimos una reunión de la Comisión de 
Industria, Energía y Minería -aprovecho que está el señor Ministro de Industria, Energía y Minería y la 
Presidenta de ANTEL para decirlo -en la que prácticamente se pretendió deschabar la estrategia comercial de 
una empresa pública de punta, como ANTEL. 


Sería muy malo que hoy dijéramos los elementos de inteligencia y de contrainteligencia que el país está 
desarrollando. De repente a la opinión pública no le interese, pero no les quepa la menor duda de que los 
bandidos, las bandas de delincuentes van a estar muy interesados en saber con qué tipo de instrumental 
cuenta o no cuenta el país. 


Por lo tanto, con el mayor respeto solicito -sobre todo, porque no integro esta Comisión -que determinadas 
preguntas las hagamos fuera de la versión taquigráfica, tomando en cuenta lo que está en juego. Yo también 
creo que a nadie se le debe realizar una escucha ilegal. Si alguna vez en este país se hace una escucha ilegal 
por motivos políticos, voy a ser el primero en llamar a la autoridad que sea para pedir cuentas. Pero este no es 
el caso. Estamos jugando con nenes que no son de pecho, quienes quizá tengan un poder económico 
sensiblemente superior al del Ministerio del Interior. Andar deschabando o exponiendo ante la opinión 
pública el instrumental con el que contamos, no es una buena medida. 


Agradezco a los miembros de la Comisión que me hayan permitido participar. 


SEÑOR TROBO.- Quiero dejar una constancia que me parece obvia y que va en el mismo sentido de lo 
expresado por el señor Diputado Borsari Brenna. 


Aquí nadie está tratando de que el Estado uruguayo se desnude con relación a sus capacidades. No. Aquí 
estamos ejerciendo nuestra labor y nuestra competencia de forma responsable, así como las autoridades 
tienen la capacidad política de expresar: "Yo digo tal cosa y tal otra no la digo". Luego, la interpretación del 
alcance de sus afirmaciones es política. Bajo ningún concepto admitimos que, en función de un bien superior 
que parecería que solo tutela el Gobierno -yo diría que lo tutela más el Parlamento que el Gobierno, y me 
refiero al capítulo de derechos, deberes y garantías de los ciudadanos... 


(Interrupción del señor Representante Gamou) 


——— No, el Parlamento en sus competencias. El Poder Judicial tiene sus cometidos, y el Poder Ejecutivo y el 
Parlamento los suyos. En cuanto al respeto de los derechos humanos queda muy claro que el Parlamento 
tiene una tarea de vigilancia permanente, y que debe ejercitarla de manera plena; no puede rescindir ninguna 
responsabilidad en ese sentido. 


Que quede muy claro que no queremos que el Estado se desnude, sino saber qué tipos de garantías existen. Si 
el Ministro cree que aquí no hay escuchas ilegales, lo tiene que decir con alta y clara voz, y está bien que lo 
diga. Pero si nos dicen que existen escuchas, nosotros no vamos a dejar de decir lo que sabemos, mucho más 
cuando se nos impide conocer -en este o en otro ámbito más reservado -qué tipo de capacidades tenemos. Lo 
digo claramente porque acá nadie es más que nadie; cada uno tiene sus responsabilidades, pero nadie es más 
que nadie. 


Solicito que las preguntas que he formulado sean trasladadas para ser respondidas por las autoridades del 
Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR BANGO.- Para conocer el hilo conductor del estimado colega Trobo, me gustaría saber lo 
siguiente: ¿venía con la expectativa de que el Ministro del Interior dijera que se efectuaban escuchas 
ilegales? 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


——— Era solo eso, porque con todo lo que estoy escuchando no salgo de mi asombro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Después de esta intervención creo que, si hubo elementos que 
llevaron a este planteo, hay que denunciarlos formalmente y no traerlos a una Comisión. Hay que 
hacer la denuncia formal... 


(Diálogos) 

——— De lo contrario, no se puede investigar. 

(Interrupción del señor Representante Trobo) 

——— Si hay una denuncia concreta, me la dice e investigamos. 
(Diálogos) 


——— Este es el problema que tenemos en general, cuando la gente se queja de que hay determinadas cosas 
que no se investigan; cosas que ellos saben y que no denuncian. Si pasa en el Parlamento, cómo no va a pasar 
entre la gente. 


El hecho de que las respuestas del Inspector Guarteche sean más claras que las mías -lo esperábamos y por 
eso dividimos el trabajo -demuestra que cuando se llama a un Ministro es necesario votar que venga 
acompañado por sus asesores, quienes en muchas cosas tienen mayor claridad. Por eso vienen con los 
asesores. La mayoría de los Diputados y los Senadores lo votan; no todos. Yo creo que es necesario. 


SEÑOR TROBO.- No quiero desviar la atención de la convocatoria. Quiero que vayamos a las 
preguntas porque me interesa conocer estas cosas. 


(Interrupciones de varios señores Representantes) 


——- Si el Ministro quiere traer, por la vía de la alusión y sin mencionarme, una actitud que yo asumo en la 
Cámara cada vez que un Ministro es convocado, los señores legisladores me van a perdonar pero tengo que 
responder. 


Señor Ministro: no me opongo a que los Ministros vengan a una Comisión con sus asesores; me opongo a 
que vayan al plenario con los asesores, porque cuando son convocados en régimen de interpelación, los 
convocados son los Ministros, que son los responsables políticos de todo lo que pasa debajo suyo. Y si usted 
no está en condiciones y en capacidad de dar respuestas políticas a las preguntas políticas de los 
parlamentarios, que no cuentan con ningún asesoramiento en la Sala, no entendió bien cuál es el régimen de 
las interpelaciones. Si la mayoría de los legisladores la votan, no me va a cambiar mi posición originaria, que 
es el concepto que debe haber del llamado a Sala a un Ministro y el ejercicio de sus responsabilidades 
políticas. En el pasado los Ministros iban solos y apechugaban solos, y también renunciaban cuando se les 
pasaba por encima. 


Señor Ministro: si se quiere referir a mí, hágalo con nombre y apellido. Cuando yo tengo que decir Bonomi 
digo Bonomi, no Bo, Bo, Bo, nomi. 


SEÑOR PEREYRA.- Mi intervención es para plantear a los legisladores la necesidad de aprovechar 
esta herramienta de trabajo, ya que contamos con la presencia de tres Ministros y un número 
importante de asesores, tratando un tema tan serio. 


Creo que el Ministerio del Interior, que es el único que ha hablado hasta el momento, ha dado respuestas muy 
sólidas, pero no vinimos a una interpelación; vinimos a una reunión de trabajo de la Comisión y, por lo tanto, 
planteo la necesidad de abordar esto con seriedad. Todos podemos tener dudas y consultas, pero como 
bancada de Gobierno pedimos por favor que, más allá de los planteos políticos que se quieran hacer, se 
encauce en un debate serio. La última apreciación del Diputado Trobo no se la acepto, ni en término de 
broma. 


(Interrupción del señor Diputado Trobo) 


——- No se haga el jocoso, porque sabe muy bien lo que digo. Me refiero a cuando se hizo referencia al 
apellido del Ministro. 


(Interrupción del señor Diputado Trobo) 

——— Vamos a discutir seriamente todos los aspectos. 
(Interrupción del señor Diputado Trobo) 

——— Nos entendemos; todos sabemos las sábanas que calzamos. 


Lo que queremos, señor Presidente, es que un tema tan serio se aborde con la seriedad debida. Acá ha habido 
intervenciones que generaron dudas. Yo también tengo dudas acerca de los planteos que ha hecho el Diputado 
Trobo en cuanto a las entidades. Hasta ahora estoy esperando conocer cuáles son las entidades que sabe el 
Diputado Trobo que hacen escuchas telefónicas para que la ciudadanía o nosotros, los legisladores, lo 
sepamos. Entonces, si acá hay voluntad de interpelación, que se interpele, pero que se trabaje con más 
respeto y seriedad. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros somos respetuosos del Parlamento, de los derechos de los 
parlamentarios, de los cometidos de las Comisiones y del trabajo de esta Casa. Hemos escuchado con 
mucha atención, durante una hora y quince minutos, el contenido de las preguntas y nos hemos 
llamado a silencio en lo que ha sido parte del debate. 


La última intervención del Diputado Trobo, a quien esta Comisión -que bastante trabajo tiene-, por 
unanimidad, le tuvo a bien facilitar -como él mismo reconoció en el inicio de su exposición -el recibimiento 
de tres Ministros y de un Presidente de un Servicio Descentralizado tan importante, como es la empresa de 
telecomunicación de los uruguayos -Antel-, nos genera la duda de si, efectivamente, nos equivocamos, 
porque las picardías están en el marco del debate parlamentario. 


Por el bien del Parlamento, y por lo que nosotros queremos lograr de este encuentro, aspiro a que el nivel del 
debate se reencauce. Por lo tanto, pido colaboración a todos los integrantes, incluyendo a los miembros de mi 
bancada, para ello. De lo contrario, cuando tengamos la convicción de que el trabajo de la Comisión va a ser 

absolutamente improductivo y tengamos los votos necesarios, levantaremos la sesión. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Desde el Partido Colorado también queremos centrar el debate y las 
características de esta reunión. 


Concretamente, lo que nos interesa es la preservación del derecho consagrado en el artículo 28 de la 
Constitución de la República, que dice que la correspondencia de los particulares es inviolable y nunca podrá 
hacerse su interceptación, sino conforme a las leyes y al interés general. 


Para nosotros, en carácter de legisladores, y los Ministros, que son colegisladores, sin la más mínima duda, 
estas son las reuniones imprescindibles para legislar y establecer el marco jurídico necesario de actuación 
pública, a fin de combatir el delito, pero, por sobre todas las cosas, para preservar los derechos 
constitucionales de los ciudadanos. Por lo menos, desde nuestro punto de vista, esa es la función que tenemos 
y por la que le dimos el apoyo al Partido Colorado para esta convocatoria. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL.- Como siempre es un 
gusto estar en esta Casa, en un marco democrático, respondiendo a inquietudes de los legisladores. 


Obviamente, y apegados a los reglamentos internos de las comisiones respectivas, comparecemos con 
satisfacción desde el Ejecutivo Nacional. 


El Subsecretario del Ministerio de Defensa Nacional, en este momento, actúa por delegación de funciones del 
señor Ministro, como también lo marcan las normas que habilitan nuestra actuación ante ustedes. Por lo 
tanto, asumimos la representación del Ministerio de Defensa Nacional como tal. 


El señor Diputado Trobo ha hecho una serie de preguntas que, desde un punto de vista general, se 
antecedieron en cuanto a lo que fue nuestra convocatoria en la Comisión de la Cámara de Diputados. 
Nosotros preferiríamos invertir, de alguna manera, el orden de las respuestas, porque -existe, desde el punto 
de vista de un criterio general, la necesidad de responder en cuanto a lo que son las normas jurídicas y 
reglamentarias habilitantes, para actuar en consecuencia con respecto al tema que hoy nos convoca. 


No nos parece adecuado responder, en primer término, si se realizan escuchas ilegales, sin tener en cuenta 
cuál es el marco normativo desde la Constitución, pasando por las leyes, los decretos y las resoluciones, que 
habilitan a actuar en consecuencia, porque estamos en democracia y nos regimos por la Constitución y por las 
leyes, y este Ministerio de Defensa Nacional actúa en consecuencia. Nunca podemos contestar, ante este 
Cuerpo ni ante nadie, que nuestro funcionamiento se aparta de las leyes, de las normas y del sistema formal. 
Si así lo hiciéramos tendríamos que irnos del Ministerio de Defensa Nacional. No llevamos adelante ningún 
tipo de actividad que esté por fuera de ello, por lo tanto, vamos responder a su séptima pregunta. 


Como bien lo ha establecido el señor Diputado Cersósimo, y yendo de lo mayor a lo menor, en cuanto a lo 
que es la Constitución de la República, el artículo 28 establece literalmente lo siguiente: "Los papeles de los 
particulares y su correspondencia epistolar, telegráfica o de cualquier otra especie, son inviolables, y nunca 
podrá hacerse su registro, examen o interceptación sino conforme a las leyes que se establecieron por razones 
de interés general". Ese es el marco normativo que nuestra Carta Magna, nuestra Constitución de la 
República, establece, y a eso nos apegamos en nuestro Ministerio de Defensa Nacional y, no tengo dudas, 
que en el resto del Estado. 


El artículo 1” de la Ley N” 18.650, Ley Marco de Defensa Nacional, aprobada por la unanimidad de los 
partidos políticos en febrero de 2010, establece: "La Defensa Nacional comprende el conjunto de actividades 
civiles y militares dirigidas a preservar la soberanía y la independencia de nuestro país, a conservar la 
integridad del territorio y de sus recursos estratégicos, así como la paz de la República, en el marco de la 
Constitución y las leyes; contribuyendo a generar las condiciones para el bienestar social, presente y futuro 
de la población". Ese es el marco de nuestra actuación; es el objetivo de nuestra defensa nacional. 


Su artículo 18 establece: "Las Fuerzas Armadas están integradas por la Armada Nacional, el Ejército 
Nacional y la Fuerza Aérea Uruguaya. Se constituyen como la rama organizada, equipada, instruida y 
entrenada para ejecutar los actos militares que imponga la Defensa Nacional. Su cometido fundamental es la 
defensa de la soberanía, la independencia e integridad territorial, la salvaguarda de los recursos estratégicos 
del país que determine el Poder Ejecutivo y contribuir a preservar la paz de la República en el marco de la 
Constitución y las leyes". Para nosotros este artículo es de carácter fundamental, en relación a este tema. Es 
el objetivo de nuestra actuación: la defensa de la soberanía, de la independencia, de la integridad de nuestro 
territorio y la salvaguarda de los intereses estratégicos. 


El artículo 27 dice: " El Poder Judicial ejerce la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción militar a que refiere el 
artículo 253 de la Constitución de la República.- A tales efectos, el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Defensa Nacional, coordinará con la Suprema Corte de Justicia el respectivo traslado de funciones, mediante 
el correspondiente proyecto de modificación a la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, Orgánica de la 
Judicatura y Organización de los Tribunales.- La jurisdicción militar, conforme con lo dispuesto en el artículo 
253 citado, mantiene su esfera de competencia exclusivamente a los delitos militares y al caso de estado de 
guerra". 


La Ley_N? 18.494, aprobada el 11 de junio de 2009, en su artículo 5”, que refiere a vigilancias electrónicas, 
determina: " En la investigación de cualquier delito se podrán utilizar todos los medios tecnológicos 
disponibles a fin de facilitar su esclarecimiento.- La ejecución de las vigilancias electrónicas será ordenada 
por el Juez de la investigación a requerimiento del Ministerio Público. El desarrollo y la colección de la 
prueba deberá verificarse bajo la supervisión del Juez competente. El Juez competente será el encargado de la 


selección del material destinado a ser utilizado en la causa y la del que descartará por no referirse al objeto 
probatorio.- El resultado de las pruebas deberá transcribirse en actas certificadas a fin de que puedan ser 
incorporadas al proceso y el Juez está obligado a la conservación y custodia de los soportes electrónicos que 
las contienen, hasta el cumplimiento de la condena.- Una vez designada la defensa del intimado, las 
actuaciones procesales serán puestas a disposición de la misma para su control y análisis, debiéndose someter 
el material al indagado para el reconocimiento de voces e imágenes.- Quedan expresamente excluidas del 
objeto de estas medidas las comunicaciones de cualquier índole que mantenga el indagado con su defensor y 
las que versen sobre cuestiones que no tengan relación con el objeto de la investigación". Me parece que este 
artículo también es de meridiana importancia para el tratamiento del tema en cuestión, ya que enmarca el 
procedimiento, y cualquier procedimiento que se establezca por fuera de lo determinado en el artículo 5* de 
la ley mencionada es un delito. Nosotros, como dije desde un principio, en democracia no toleramos ni 
permitimos dentro del funcionamiento de los órganos competentes del Ministerio de Defensa Nacional, 
delitos ni irregularidades que escapen a lo establecido en el artículo 5% de la mencionada ley. 


La jurisdicción territorial de las Fuerzas Armadas se enmarca en lo establecido por el decreto ley_N* 14.157, 
Ley Orgánica Militar. El artículo 32 dice: "El ámbito espacial del Estado comprende su territorio continental 
e insular, el mar territorial hasta un límite de 200 millas marítimas y el espacio aéreo correspondiente a 
dichas zonas. Su seguridad y defensa son competencia del Ministerio de Defensa Nacional y se divide, a fin 
de atender necesidades de Comando y Administración, en tres definidas jurisdicciones que serán ejercidas 
por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, respectivamente". 


El artículo 33 dice: "Constituye jurisdicción del Ejército: A) El territorio nacional con las excepciones 
previstas en los artículos 34 y 35.- B) Los espacios ocupados por sus establecimientos e instalaciones dentro 
de otras jurisdicciones, con sus respectivas zonas de seguridad". Este también es un elemento importante 
porque estos espacios han ido siendo modificados por leyes y decretos mucho más contemporáneos que 
establecen nuevas jurisdicciones de nuestro Ejército Nacional. 


El artículo 34 dice: "Constituye jurisdicción de la Armada: A) Las aguas e islas jurisdiccionales del océano 
Atlántico, de la Laguna Merín y de los Ríos de la Plata y Uruguay.- B) Las zonas costeras del Océano 
Atlántico, Laguna Merín y Ríos de la Plata y Uruguay en una extensión de hasta 150 metros a partir de la 
línea de base o hasta rambla o costanera si existiera y las vías interiores navegables en los tramos que dan 
acceso marítimo a las Prefecturas", y las menciona. 


Más adelante dice el artículo 34: " C) Los espacios ocupados por establecimientos de la Armada, con las 
correspondientes zonas de seguridad". 


El artículo 35 dice: "Constituye jurisdicción de la Fuerza Aérea: A) 


La totalidad del espacio aéreo jurisdiccional del país.- B) Los espacios ocupados por las Bases Aéreas y 
demás establecimientos de la Fuerza Aérea, con su correspondiente zona de seguridad.- C) Toda la 
infraestructura aeronáutica nacional y predios del Estado destinados a campos de aviación, a efectos de 
explotación, vigilancia y operación aeronáutica". 


El Decreto N* 256/992, del año 1992, establece que es de competencia de la Prefectura Nacional Naval, en su 
carácter de auxiliar de la Justicia, prevenir, reprimir e investigar los delitos, faltas y contravenciones que se 
cometan o incidan en su jurisdicción. 


El artículo 209 del Código Aeronáutico preceptúa que la policía aérea nacional será ejercida por la Fuerza 
Aérea Militar. El Decreto N* 437, de 2001, establece que es competencia de la Fuerza Aérea, también en su 
carácter de auxiliar de la Justicia, prevenir, reprimir e investigar la comisión de delitos y faltas que se 
cometen en su jurisdicción. 


Este es el marco normativo -como dije en un principio, de mayor a menor, que habilita la actuación de las 
dependencias del Ministerio de Defensa Nacional. 


En referencia a las otras preguntas del señor Diputado en cuanto a describir la totalidad del equipamiento, 
desde qué fecha está en dominio del organismo, áreas a que están destinados, cuáles son sus protocolos, 
registros de operaciones, régimen a que está sujeto el personal, podemos contestar en forma genérica. Es por 
todos sabido cuál es el régimen a que está sujeto el personal del Ministerio de Defensa Nacional, así como 


cuáles son sus mandos naturales, y asumimos la total responsabilidad política de lo que allí se realice, como 
no podría ser de otra manera. 


Puedo decir al señor Diputado Trobo que estamos en condiciones de responderle con la precisión que 
requiere, a nivel personal y por los medios que habilita esta Cámara, pero no podemos realizarlo en este 
momento aunque creemos poder hacerlo en un plazo medianamente ponderable. Tampoco queremos hacerlo 
de forma pública -comparto lo establecido por el señor Ministro del Interior; creo que no sería productivo 
para el país desde el punto de vista estratégico, ni siquiera táctico, realizarlo en este momento, acá, pero tenga 
la seguridad el señor Diputado Trobo de que si es de su interés, se lo vamos a informar en la forma adecuada. 


Digo esto porque nuestras potencialidades están relacionadas con nuestras debilidades. La observación que se 
hace de ellas tiene que ver con nuestra independencia, con nuestra soberanía, con la integridad territorial, con 
la defensa de nuestras cosas diarias, y yo no quiero, señor Diputado, darle respuestas que puedan ser 
utilizadas por personas, por sistemas, por organismos y, hasta en ciertos casos, por empresas que puedan 
medrar con información brindada en este nivel de diálogo. No creo que sea lo adecuado, pero tenga la 
tranquilidad de que si usted lo requiere, se lo informaremos. 


Nuestros organismos de inteligencia que pueden llegar a tener información de carácter estratégico son varios: 
la Dirección Nacional de Inteligencia del Estado -Dinacie; organismos de inteligencia de las tres Fuerzas y, 
como dije anteriormente, organismos que actúan como auxiliares de la Justicia, como la Policía Aérea 
Nacional y la División Investigaciones y Narcotráfico -Divín, organismo dependiente de nuestra Armada 
Nacional. Cada uno de ellos tiene su propia organización y sus objetivos. No quisiera aburrirlos, pero está a 
disposición de todos la información de cuáles son las funciones que cada uno realiza. 


En relación particularmente con la División Investigaciones y Narcotráfico, que como auxiliar de la Justicia, 
podría tener algún tipo de interés para los señores Diputados en lo que hace al tema en cuestión, puedo decir 
que el equipamiento que tiene para desarrollar tareas vinculadas con el narcotráfico, el lavado de activos, el 
contrabando, el tráfico de personas, homicidios, etcétera, en el área de jurisdicción correspondiente, no son 
utilizados por personal que no tenga una línea de mando dependiente de las autoridades naturales de la 
Armada Nacional y del Ministerio de Defensa Nacional y que no esté sujeto a los elementos que detallaré a 
continuación. En primer lugar, la actuación debe emanar de una orden de la autoridad judicial 
correspondiente, interviniendo fiscal y juez. Además, se debe remitir oficio por parte de la autoridad judicial 
a la correspondiente compañía telefónica. Luego, la compañía telefónica debe cumplir con lo técnicamente 
necesario; o sea, habilitar la actuación de la División Investigaciones y Narcotráfico de la Armada Nacional, 
para que lleve adelante las actividades a ella cometidas por parte de la Justicia. No le es posible a esta 
División llevar adelante actuaciones de escucha con los equipos que hoy posee, sin la intervención previa del 
organismo y la compañía telefónica correspondiente. Después de obtenidas las informaciones por parte de 
Divín, estas son "in totum" enviadas al Poder Judicial, tal como lo establece el artículo 5* de la ley a que hice 
referencia anteriormente. Ese es el procedimiento utilizado. Por lo tanto, disipamos cualquier duda en cuanto 
a la posibilidad de escuchas telefónicas o de otro tipo de carácter ilegal por parte de estos organismos. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Inteligencia de Estado, sus objetivos estratégicos son los siguientes: " 
[...] es responsable de elaborar la inteligencia al más alto nivel Nacional, mediante la coordinación y 
planificación de todas las actividades de información y contra- información que desarrollen los diversos 
organismos especializados existentes.- Contribuye a la seguridad exterior e interior, alertando en forma 
oportuna de posibles amenazas al Estado y a la Sociedad [...]". 


Es una unidad ejecutora dependiente del Ministerio de Defensa Nacional y se organiza en base a cuatro 
Divisiones -Técnica, de Análisis, Sistemas y Administración, Departamentos de Enlace y Asesoría. Tiene una 
fuerza asignada de 20 señores oficiales y un personal de 199 personas. Esta es una información pública, que 
se puede recoger en cualquier lado; acá solamente establecemos cuál es su cometido y decimos que nada 
tiene que ver con este tipo de actividades ilegales a que hace referencia el señor Diputado. Hace inteligencia 
estratégica sobre la situación nacional e internacional; colecciona información por medios digitales 
disponibles; analiza información por factores de poder nacional; realiza integración de inteligencia básica y 
estratégica; distribuye inteligencia producida; procesa y registra la información necesaria para el 
cumplimiento de la misión; etcétera. 


Señor Diputado: cuando usted hizo este planteo y nos fue trasladado por parte de la Presidencia de la 
Comisión, con nuestros asesores y nuestro equipo de trabajo nos pusimos a pensar cuál era el universo de 


actividades del Ministerio que pudieran determinar dicho planteamiento. Como he dicho anteriormente, en el 
Ministerio de Defensa Nacional -tal como ya afirmó el señor Ministro del Interior -no existen actividades de 
carácter ilegal. Sabemos que en nuestro país pueden existir intereses de carácter internacional, económicos o 
estratégicos, de parte de determinadas organizaciones e, incluso, de países, que pueden tener la capacidad de 
llevar adelante y que desarrollen cierto tipo de operativas en este sentido. No las conocemos; si las 
conociéramos, actuaríamos en consecuencia. 


Por otro lado, también existen a nivel social, incluso de comercios establecidos y en internet, un sinnúmero 
de ofertas para la población en general que pueden dar lugar a los hechos que comenta el señor Diputado. 
Basta con entrar a internet para informarnos, por ejemplo, de cómo "hackear" y espiar otro celular; eso está al 
alcance de todos con un nuevo software. Tal vez esto nos ilustra más que la información de nuestros 
organismos técnicos, y no porque no sean capaces sino porque esto marcha a un ritmo vertiginoso a nivel 
mundial, de América y del Uruguay. Apretando un botón nos enseñan cómo "pinchar" un celular, saber con 
quién habla su dueño, qué piensa, donde se encuentra. Cada vez es más fácil; está al alcance de todos. Le 
dicen lo que existe, cuánto sale y cómo usarlo; tal vez mi vecina y su vecina tienen acceso a eso. También 
existen comercios instalados que están vendiendo celulares interceptores para monitoreo de audio ambiental, 
escucha de comunicaciones de celulares, monitoreo de envío y recepción de sms, alerta de llamadas 
entrantes, localización geográfica, control de comandos y celulares espías. Es decir que hay un sinnúmero de 
elementos de carácter técnico que están a disposición de todos. Basta solamente con entrar en la red para 
tener acceso a ello. 


Creo que es un tema sobre el que podemos seguir conversando. Me parece que es bueno que el Poder 
Legislativo nos convoque para considerar estos asuntos y que el Poder Ejecutivo los hable. Es una tema que 
tiene esta generación y que tendrán las generaciones del futuro. 


Esto no solo se puede hacer entrando en la red o comprando dispositivos en comercios establecidos, sino que 
se puede llevar a cabo a nivel satelital. Las guerras en el mundo actualmente se manejan no solo en las tres 
áreas que mencioné, sino también en el ciberespacio. Lo mismo ocurre con las comunicaciones domésticas, 
políticas y empresariales a nivel mundial. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- La muy detallada intervención del señor Subsecretario de Defensa 
Nacional ha hecho que me asaltara una duda. El señor Subsecretario dice que cierto tipo de tecnología 
está a disposición en comercios o por medio de otro tipo de transacciones. Mi duda es si está permitida 
la comercialización de estos elementos en Uruguay. Pienso que no debería estarlo y si lo está, quisiera 
preguntar, quizás al señor Ministro del Interior u otra autoridad, si la comercialización de esos 
elementos, por ejemplo, un celular para pinchar a otro, no tendría que estar prohibida. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- No hice alusión directa de qué había en 
cada comercio en particular, si es que está instalado o está en la red. Solamente dije que había 
comercios y que había información en la red. Son dos cosas diferentes. 


Como dije anteriormente, este tipo de tecnología avanza de una forma que va por delante de las normas 
existentes. A veces, tendríamos que "agiornar" la normativa, si es de interés del Estado y del sistema político, 
para poder actuar en consecuencia. Reitero que generalmente estas cosas van por delante de las normas. Por 
lo tanto, no conozco normas que en este momento reglamenten esta situación. Sí sé que existe alguna 
iniciativa por parte de algún Representante que trata de atender alguna cuestión relativa a esto, por ejemplo la 
que ha presentado el señor Diputado Amy. 


Esta ha sido nuestra presentación. Quiero dar seguridad al señor Diputado Trobo de que actuamos en el 
marco de la ley y de que si viéramos alguna pequeña luz roja, nuestra actuación sería inmediata. Por un lado, 
desde el punto de vista administrativo, reprimiríamos la acción y, por otro, presentaríamos ante la Justicia los 
elementos correspondientes. Ya pasaron en este país las épocas en las que en determinados Ministerios se 
habilitaban las escuchas ilegales. En democracia pretendemos que esto no ocurra y estamos apegados a ese 
criterio. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco la rigurosa exposición del señor Subsecretario de Defensa Nacional, que 
por supuesto evaluaremos y, también, el ofrecimiento ciudadano de permitirnos acceder a algún tipo de 


información que manejaremos con responsabilidad como corresponde. Así deben ser las cosas. 


Lo que pido al señor Subsecretario de Defensa Nacional y al señor Ministro del Interior es que nos envíen a 
través de la Comisión, un relato de todas las normas jurídicas que tienen que ver con lo que estamos 
planteando. Por supuesto que es material público, no obstante es muy importante saber la forma en que se 
deben presentar las mismas, o sea a qué legislación entienden los Ministerios que están sometidos, no 
solamente en lo que tiene que ver con leyes, sino con normativas, decretos y reglamentos internos. Hemos 
escuchado que hay alguna carencia en materia reglamentaria en cuestiones internas de alguno de los 
Ministerios. Reitero que nos importa tener una clara secuencia de las normas jurídicas que alcanzan esta 
cuestión. 


Por otra parte, quiero realizar un breve comentario. Por supuesto que la tecnología avanza muy rápido y, 
salvo que la produzcamos, nunca vamos a estar en condiciones de tener acceso plenamente a los 
conocimientos. De todos modos, me imagino que los señores Ministros entenderán que, sin perjuicio de eso, 
nosotros tenemos las responsabilidades políticas y no podemos dejar de tenerla porque la tecnología vaya 
rápida. Precisamente, tenemos que ser perspicaces e inteligentes para tratar de que en el uso de esas 
responsabilidades políticas podamos ejercer la práctica en materia de garantía para los ciudadanos. 


Por supuesto que me preocupa que se vendan en plaza equipos que permitan intervenir teléfonos. Me 
preocupa tanto como que desde el sector público se realicen ese tipo de operaciones. Me preocupan las dos 
fases, pero la que tenemos al alcance de la mano y es nuestra responsabilidad directa en lo que respecta al 
control de la función del Poder Ejecutivo, es esta. Por supuesto que la otra puede ser materia de legislación y 
es un tema que debemos analizar. Reitero que actualmente estamos trabajando en la ley de inteligencia y 
obviamente esos temas están allí. No obstante, nadie puede dejar de lado su plena responsabilidad sobre un 
tema que, en la medida que está dentro de sus competencias, debe exigirle el mayor celo posible. Por lo 
menos, nosotros creemos que las cosas deben ser así. 


A propósito de Antel -lo dije al principio pero lo reitero para que se comprenda cabalmente, iniciamos este 
procedimiento legislativo pidiendo a la Comisión que se convocara a los Ministros del Interior y de Defensa 
Nacional. La Comisión resolvió, con el acuerdo de los proponentes, que también se invitara al Ministro de 
Industria, Energía y Minería y a las autoridades de Antel, en la medida en que, por la tecnología con la que 
cuenta y de acuerdo con el ejercicio de sus respaldos legales, puede realizar este tipo de operaciones. De 
hecho las realiza y lo sabemos todos, porque se dice públicamente. Es habitual saber que la Justicia manda 
intervenir un teléfono a través de Antel. Lamentablemente, en el pasado era habitual que se intervinieran los 
teléfonos sin la autorización de la Justicia. 


Se comprenderá que para nosotros el núcleo de la preocupación estaba en lo vinculado con la práctica de lo 
que tiene que ver con la seguridad, la defensa y las posibilidades tecnológicas que eventualmente podrían 
derivar en una mala utilización. Ese es el concepto que quisimos dejar en claro desde un primer momento y 
que mantenemos como objetivo de esta convocatoria. 


Por lo tanto, tengo algunas preguntas que en parte difieren con las que realicé al señor Ministro del Interior y 
al señor Subsecretario de Defensa Nacional, que entrego al señor Presidente para que las traslade. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero dejar dos constancias. Una de ellas, es que no solo en 
dictadura se intervenían los teléfonos porque, por ejemplo, al Director Nacional de Inteligencia militar 
se le intervino en democracia. Y, la otra, es que los dos aspectos que señaló el Subsecretario de Defensa 
Nacional, competen al Poder Legislativo. Se puede legislar respecto a la venta de lo que el 
Subsecretario de Defensa Nacional mencionó. Si se considera que eso es incorrecto se puede legislar, 
pero eso le compete al Poder Legislativo. 


SEÑOR TROBO.- Voy a dar lectura a las preguntas dirigidas al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería y a las autoridades de Antel: '"1.- Qué tipo de procedimiento realiza Antel para realizar 
intervenciones telefónicas.- 2.- En qué condiciones los servicios de Antel pueden intervenir 
comunicaciones.- 3.- Quién dispone la realización.- 4.- Qué protocolos internos de actuación existen.- 
5.- Si es posible determinar si se han realizado operaciones no autorizadas.- 6.- Qué garantías se 
ofrecen a la ciudadanía.- 7.- Cuál es la reserva sobre las bases de datos de la telefonía celular". 


La intervención por medios remotos de las comunicaciones en telefonía celular, se pueden realizar de dos 
modos: con equipos que barren una zona determinada y eventualmente identifican una serie de equipos que 
están operando en ese momento o por la identificación de un determinado número que se interviene con 
equipamiento que tiene un rango geográfico de acción mucho más amplio que el que todos pensamos que 
existe. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Siempre es bueno intercambiar sobre 
estos temas. 


Específicamente en el caso de las telecomunicaciones se trata de aplicar la Ley N” 18.331. El derecho a la 
protección de datos es inherente a la persona humana, por lo que está comprendido en el artículo 72 de la 
Constitución de la República. 


La base de cualquiera de las compañías telefónicas, no solo la que está aquí presente, es respetar esto, dar 
seguridad a la protección de datos y cumplir con las excepciones que son estrictamente judiciales. Esas 
excepciones están dadas por los artículos 212 y 213 de la Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980, los artículos 
9%, que refiere al principio de previo consentimiento, y 17 de la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008, y el 
artículo 5* de la Ley_N” 18.494, de 5 de junio de 2009. 


Las órdenes judiciales que se emiten en esos casos son de dos tipos y aquí se ha hablado de uno solo. Unas 
son las órdenes de acceso a información archivada, en este caso de tráfico, ubicación, terminales de 
facturación, titularidad y datos del cliente, pero no de la comunicación en sí, y las otras, son las órdenes de 
interceptación judicial de comunicaciones, a lo que se ha hecho referencia en este ámbito. Desde el punto de 
vista judicial y del delito puede haber interés en los dos tipos de órdenes de acceso, históricos y hacia el 
futuro. 


En definitiva, para esto se cuenta con todo un procedimiento -que, seguidamente, pediremos a la Presidenta 
de Antel y a sus asesores que desarrollen-, en consonancia con lo que son, además, los protocolos 
internacionales definidos estrictamente para este caso y que la empresa cumple. 


Por lo tanto, pedimos autorización para que las autoridades de Antel nos ilustren con las respuestas 
pormenorizadas de cada pregunta, excepto una, que es a la que yo he hecho referencia directamente, sobre las 
garantías de protección que establece la ley. 


SEÑORA COSSE.- Muchas gracias a la Comisión por recibirnos 


Para dar respuesta a las preguntas formuladas, paso la palabra al Gerente General de Antel, ingeniero Andrés 
Tolosa, para que explique el procedimiento que lleva adelante la empresa, con sus correspondientes detalles, 
que irán respondiendo las interrogantes planteadas. 


SEÑOR TOLOSA.- En primer lugar, en los oficios judiciales que provienen de cualquier sede del país 
se realizan aquellas diligencias que afectan de algún modo el secreto de las comunicaciones, y los oficios 
sólo pueden provenir de sedes competentes en investigación de delitos. 


Asimismo y a efectos de urgir en las investigaciones, también remiten oficios las dependencias autorizadas 
del Ministerio del Interior -auxiliar de la Justicia, contando con la autorización expresa, específica y previa 
del Juez actuante en cada caso. 


La unidad Oficios de Antel no da curso a solicitudes policiales que no cuenten con la autorización del Juez 
competente, verificada previamente. 


Los oficios son recibidos por la unidad Oficios de la asesoría legal de Antel, que efectúa la calificación 
inicial. De adecuarse lo ordenado a lo que el marco normativo permite a Antel se procede a diligenciar de 
inmediato la solicitud a la dependencia pertinente. La calificación del oficio se realiza examinando la 
competencia de la sede solicitante. La interceptación de las comunicaciones en cualquiera de sus formas solo 
puede disponerse cuando se investigan delitos. Luego, se califica el ajuste de la solicitud a la normativa 


habilitante, controlando si cumple con los requisitos legales para levantar la inviolabilidad constitucional de 
las comunicaciones consagrada por el artículo 28 de la Constitución de la República. 


Asimismo -como ya lo mencionó el Ministro, se verifica el debido tratamiento a lo dispuesto por la Ley_N* 
18.331, de protección de datos personales, particularmente los vinculados a las telecomunicaciones, que es el 
artículo 20. Debe tenerse presente que en su artículo 1” dicha ley lo establece como derecho humano, expresa 
que el derecho a la protección de datos es inherente a la persona humana, por lo que está comprendido en el 
artículo 72 de la Constitución de la República. 


Las normas legales que autorizan excepciones a la inviolabilidad constitucional son fundamentalmente las 
siguientes: el artículo 212, interceptación de correspondencia y otras comunicaciones, y el 213 del Código 
del Procedimiento Penal, Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980; el artículo 9%, Principio de previo 
consentimiento informado, y el artículo 17, Derechos referentes a la comunicación de datos, de la Ley N* 
18.331, de 11 de agosto de 2008, y el artículo 5% de la Ley N* 18.494, sobre vigilancias electrónicas, de 5 de 
junio de 2009, ya referido. 


Finalmente, la oficina verifica que los titulares de los servicios afectados no estén amparados por fueros 
constitucionales, mediante el cotejo de la titularidad del servicio afectado con la edición actualizada de la 
guía oficial de autoridades, y, además, que los servicios no pertenezcan a misiones diplomáticas acreditadas 
ante el Gobierno de la República. Asimismo, se examina que la solicitud esté completa, con el número o el 
nombre involucrado, que incluya la extensión temporal de la medida y que no existan ambigúedades en el 
texto. De persistir dudas, se consulta telefónicamente con la sede remitente para precisar con exactitud lo 
solicitado y así se deja registrado en el expediente la respuesta correspondiente. 


Las órdenes judiciales formuladas en ejercicio de investigación en materia delictiva se pueden clasificar en 
dos grandes grupos. Primero, órdenes de acceso a información archivada, de tráfico, de ubicación de 
terminales, de facturación, de titularidad, de dato de clientes, etcétera; segundo, órdenes de interceptación 
judicial de comunicaciones, afectando a ciertos servicios por un determinado período de tiempo. 


Luego de la calificación, y según el contenido de la petición, se procede a derivar la solicitud a la 
dependencia competente, que puede pertenecer a diferentes grupos especiales dentro de la empresa. Si se 
trata de una orden de acceso a información archivada se suministrará la que conserva Antel, que se limita a 
aquella generada dentro de los doce meses anteriores. Por la Resolución N* 2077, del 18 de agosto de 1999, 
la información relativa a las comunicaciones efectuadas a través de la red de Antel se conserva únicamente 
durante doce meses a partir de su inclusión en la facturación y es eliminada de todos los registros existentes 
al cumplirse dicho plazo. 


Cuando se ha recopilado lo solicitado por el Juez, la unidad Oficios verifica que no se suministre 
involuntariamente información excedentaria, es decir que dentro del rango de datos producidos por la 
empresa no luzcan datos de terceros clientes que no están incluidos en la investigación judicial, ni datos 
ajenos al período de búsqueda solicitado. 


Se destaca que Antel no graba ni conserva, en ningún caso, el contenido de mensajes sms u otras 
comunicaciones. Solamente se registran datos de tráfico cursado, hora, duración, ruta y números 
involucrados, y aun estos solo si participaron celulares en la comunicación o si se trató de comunicaciones de 
larga distancia internacional. La telefonía local convencional solo registra el pulso o valor correspondiente, 
no guardándose ninguna otra información de tráfico. 


En los casos referidos a información archivada, la respuesta se remite, por oficio, al Juzgado competente. Es 
habitual que se adelante información previamente, por medios electrónicos, a la dependencia policial que la 
sede judicial haya indicado, a efectos de abreviar al máximo los plazos insumidos. Si se trata de una 
interceptación judicial, la actuación de Antel se limita a permitir el acceso a distancia, mediante un enlace 
seguro, a la dependencia policial designada por la sede competente, exclusivamente al servicio intervenido y 
por el plazo dispuesto por la sede. 


En ningún caso en estos procedimientos, Antel o sus funcionarios escuchan, graban o leen comunicaciones de 
sus clientes. Se limitan a conectar el servicio intervenido judicialmente al enlace referido, en cuyo extremo la 
dependencia judicial auxiliar de la Justicia realizará las tareas materiales dispuestas por el Juez. 


Antel no ha adquirido equipamiento específicamente destinado a escuchas telefónicas ni a la lectura de 
mensajes telefónicos o de correos electrónicos. Esta Administración solo incorporó equipamiento 
especializado destinado a habilitar el referido acceso judicial a distancia. 


Los operadores de telecomunicaciones en el mundo poseen sistemas similares, suministrados por distintos 
proveedores. En el caso de Antel se trata del sistema LIS -Lawful Interception System, adquirido a Ericsson, 
en su versión IMS 23.0, el 23 de diciembre de 2008. 


El LIS utiliza protocolos FTP -File Transfer Protocol -o HI 232, 233, sobre TCP/IP. Esto refiere al tipo de 
interfase que utiliza el sistema. 


El sistema de ajusta a los siguientes estándares, definidos por la ETSI, European Telecommunications 
Standars Institute, el organismo de estandarización europeo, que son los siguientes: TS 133106, referido a 
Lawful Interception Requierements, TS 133107, Lawful Interception Architecture $ Functios, TS 133108, 
Handover Interface for Lawful Intercept, y ES 210671, Handover Interface for Interception of 
Telecommunication Traffic. 


También cumple con los estándares definidos por la 3GPP -Third Generation Partnership Project, que es una 
comisión de estandarización de todo lo que refiere a comunicaciones a partir de la tercera generación, que 
son: TSG SA W G3 LI -Requeriment for Lawful Interception in UMTS -y TS 33.107 v.3.2.0., Security 
aspects -Lawful Interception Architecture $ Features. 


El sistema también aprueba el estándar del Gobierno alemán denominado G3, en su versión 3.0, que está 
referido al artículo 10 de la Constitución alemana. 


El proveedor de este equipamiento, como dije, fue la empresa Ericsson, en el marco de la compra H5A00250. 


Es todo cuanto me cumple informar. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Hicimos la propuesta de convocar al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y a Antel, que fue acompañado por toda la Comisión, porque conforme a la nota presentada 
por los señores Diputados Trobo y Borsari nos pareció que era importante conocer los mecanismos y la 
tecnología utilizados por Antel para esta interceptación de comunicaciones. Por supuesto que hay otras 
dos compañías que operan en el país, y sería muy interesante conocer la información respectiva, pero, 
como no son del Estado, no podemos convocar a ningún Ministro para que nos explique. 


El señor Diputado Trobo me acota que podríamos convocar a la Ursec para conocer esa información, y sería 
una buena opción. 


Algunas de las preguntas que tenía previstas ya las formuló el señor Diputado Trobo, pero, a raíz del informe 
del Gerente General de Antel, me quedó alguna duda. 


Me queda claro que es a través de una empresa tercerizada, Ericcson, que se hace este control, pero no qué 
comunicaciones se guardan, es decir, cuál es la información que guarda Ericsson y quién controla cómo esta 
guarda la información. 


Tengo una tercera pregunta, pero quizás me la contesten ahora en la respuesta. Si no fuera así, volveré a 
solicitar la palabra. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Temo que el señor Diputado esté 
confundido: una cosa es el equipamiento utilizado y otra la empresa que provee y que realiza todo. 


El equipamiento internacional es de Ericsson, y la empresa y el personal pertenece a Antel. 


SEÑOR TOLOSA.- El equipamiento fue adquirido a Ericsson, pero lo utilizan Antel y sus 
funcionarios. La operativa del sistema no está tercerizada ni nada por el estilo: lo utilizan los 
funcionarios de Antel debidamente autorizados. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Esto es lo mismo que las centrales 
telefónicas fijas, móviles y demás, en lo que refiere a equipamientos que se adquieren, o como una 
empresa industrial que adquiere una máquina para producir y que la operan con tecnología propia de 
los empleados de la empresa. 


Básicamente, es Antel que diligencia los aspectos que solicitan los Juzgados, como se dijo. 
SEÑOR CANTERIO PIALI.- ¿Cuáles son los datos que se guardan en ese equipamiento? 
SEÑOR TOLOSA.- Voy a responder volviendo a leer lo que recién leí. 


Se destaca que Antel no graba ni conserva en ningún caso el contenido de mensajes, sms u otras 
comunicaciones. Solamente se registran datos de tráfico cursado, hora, duración, ruta y números 
involucrados, y aun estos solo si participaron celulares en la comunicación o si se trató de comunicaciones de 
larga distancia internacional. La telefonía local convencional solo registra el pulso o valor correspondiente, 
no guardándose ninguna otra información de tráfico. Antel no ha adquirido equipamiento específicamente 
destinado a escuchas telefónicas ni a la lectura de mensajes. Esta administración sólo incorporó equipamiento 
especializado destinado a habilitar el referido acceso judicial a distancia. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Lo que no me queda claro y amerita una respuesta es: ¿cómo Antel inició 
una investigación administrativa, que recientemente ha terminado en una denuncia penal contra Antel, 
por la lectura de un correo electrónico de un servicio ADSL que había otorgado la empresa? Me refiero 
específicamente a la denuncia penal que realizó uno de los gremios de Antel a raíz de una investigación 
administrativa que se inició en función de un correo electrónico que circuló por una línea ADSL. Si no 
se guardan los documentos ni los datos, ¿cómo es posible que se pueda haber accedido a ese correo 
electrónico? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Le voy a ceder la palabra a la señora 
Presidenta de Antel. 


SEÑORA COSSE.- Lo que puedo informar -al señor Diputado Cantero Piali es que, en el marco de 
una investigación administrativa acerca de una irregularidad, el instructor dispuso una auditoría de 
tráfico para detectar el servidor desde el que se había cometido la falta. Esta investigación, de acuerdo 
a la normativa vigente, es secreta. Por lo tanto, el Directorio recién tomó conocimiento cuando la 
conclusión del expediente fue elevada a la sesión del 13 de julio pasado. Los servicios jurídicos de Antel 
concluyeron que no era posible identificar al responsable y que el procedimiento adoptado por el 
instructor era acorde a derecho, sugiriendo asimismo su archivo, lo que se realizó. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Al señor Diputado Cersósimo y a mí nos parece muy importante saber de 
qué manera Antel protege la identidad de todos quienes somos sus clientes. 


Más temprano el Inspector Principal Guarteche decía que todo esto está bajo ataque. Me parece que todos 
vamos a coincidir en que sería importante que se hagan públicos los sistemas que tiene Antel para proteger a 
sus usuarios de los posibles ataques de personas interesadas en violarlos. Esa sería una forma de dar 
tranquilidad a los usuarios de que Antel está invirtiendo en tecnología que proteja sus comunicaciones, sus 
conversaciones y, además, garantizar el derecho constitucional que, como bien señalaba el ingeniero Tolosa, 
está establecido en el artículo 28 de la Constitución. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco al señor Diputado porque 
ha planteado una interesante cuestión que concierne a toda la información electrónica, a todos los 
sistemas y no solo a una empresa específica. Hoy en el mundo se están empezando a desarrollar 
políticas de seguridad informática que nuestro país también se debe adelantar en ese aspecto. 


La empresa tiene sus recaudos y a ella corresponde responder, pero esto forma parte de la legislación que 
tendremos que ir desarrollando y que ya tenemos previsto proponer. En nuestra reciente visita a Corea 
estuvimos viendo todos los aspectos relativos a seguridad informática, porque en nuestro país existen 


carencias legislativas e iremos haciendo algunas propuestas en ese sentido. Lo que sucede con la empresa 
depende de la legislación en general. 


SEÑORA COSSE.- Antel protege y da garantías a la ciudadanía, como empresa pública, ciñéndose al 
marco legal vigente en todos los aspectos -particularmente, en este-, a todas las leyes y decretos que han 
sido mencionados por los Ministros que nos antecedieron en el uso de la palabra y por el ingeniero 
Tolosa, y básicamente por las prácticas que acá se han descripto en cuanto a no guardar toda la 
información y solo la de tráfico, y no registrar de ninguna forma los contenidos de las comunicaciones. 


Quisiera que el ingeniero Tolosa repita la normativa legal que tenemos en cuenta al momento de llevar 
adelante las órdenes judiciales que recibimos. 


SEÑOR TOLOSA.- Como ya he mencionado, Antel se basa en la Ley N* 18.331, de protección de datos 
personales, que establece que el derecho a la protección de datos es inherente a la persona humana por 
lo que está comprendido en el artículo 72 de la Constitución. Respetamos eso al máximo. Las normas 
legales que autorizan excepciones -como ya lo mencioné -son los artículos 212 y 213 del Código del 
Procedimiento Penal, Ley N” 15.032, los artículos 9” y 17 de la Ley_N” 18.331 y el artículo 5” de la Ley 
N” 18.494. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINIERÍA.- La seguridad informática está a 
recaudo de las empresas existentes, en la medida de sus posibilidades, lo que está vinculado a lo que 
decía el señor Subsecretario de Defensa Nacional con respecto al ofrecimiento de todo ese tipo de 
paquetes. Como expresaba el señor Diputado Trobo es un tema de atención, y hoy estamos en el ámbito 
público. Esto compete a toda la seguridad informática del país y no solo a la empresa específica. La 
empresa específica cumple con sus protocolos, pero, a su vez, el país se debe un avance en lo que refiere 
a la seguridad pública y privada informática. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo que la reunión ha sido productiva. Creo que muestra el debido apego 
a la normativa vigente por parte de los tres Ministerios involucrados y de la empresa pública de los 
uruguayos en materia de telecomunicaciones. En ese sentido, estamos más que satisfechos, y también 
porque de alguna manera se haya podido encauzar la reunión, más allá de que, luego de leer la versión 
taquigráfica, cada uno de nosotros saque sus propias conclusiones. 


Adelanto que, para mí, las respuestas de los Ministros han sido más que satisfactorias. 
SEÑOR BANGO.- ¡Apoyado! 


SEÑOR MICHELINI.- Hay un aspecto puntual que me parece importante que quede claro. Por lo 
menos según yo lo entendí, una cosa es el papel que cumple la empresa Antel que, como lo expresó el 
ingeniero Tolosa en dos oportunidades, no procede a la interceptación, guardado, grabación o 
utilización de su red telefónica tanto inalámbrica como alámbrica, sino que solamente mantiene un 
registro puntual de la telefonía celular o comunicaciones internacionales, y las entrega únicamente en 
caso de que exista una orden judicial. Además, el Ente verifica, no los contenidos de la investigación, 
pero sí los aspectos formales en cuanto a que se cumpla debidamente con la legislación vigente. 


Otra cosa es lo que se mencionó con relación a la investigación administrativa. La empresa tiene control 
sobre las comunicaciones que se realizan en su correo electrónico como empresa, así como lo tenemos 
nosotros, como usuarios. Son dos cosas bien diferentes. 


Si existe un uso indebido en la red del correo electrónico del Poder Legislativo, quienes administran esa base 
podrán identificar quiénes lo están realizando. 


Ha quedado claro, porque, reitero, en dos oportunidades el ingeniero Tolosa leyó muy precisamente cuál es el 
papel de la empresa pública en ese sentido. 


SEÑOR TROBO.- Vamos a volver a realizar alguna pregunta porque no nos ha quedado claro algo 
vinculado con el Ministerio del Interior. 


Se nos dice que hay un equipamiento creado para realizar intervenciones. Mi pregunta es: ¿cuántos equipos 
de esas características existen? ¿Con cuántos equipos cuenta el Ministerio del Interior hoy en día para realizar 
operaciones de interceptación telefónica, sin perjuicio de las que realiza a través de los mecanismos que le 
provee la empresa Antel, que ya nos han descripto? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Es que no tiene otra posibilidad de escuchar si no es a través 
del mecanismo que acaban de describir las autoridades de Antel. No tiene una escucha propia, tiene 
que pasar por Antel. El equipo que tiene debe comunicarse con Antel, o con las demás compañías 
telefónicas, y lo hace a través de una orden judicial. No tiene un equipo que escuche solo: debe tener el 
mecanismo que describió el ingeniero Tolosa. 


El Inspector Principal Guarteche ya expresó la cantidad de equipos existentes: Inteligencia, Inteligencia de 
Cárceles, Crimen Organizado, Drogas y Jefaturas. Reitero que es el mismo sistema, que necesita la 
autorización judicial, y necesita de esa autorización judicial por lo que decía el ingeniero: porque ninguna de 
las empresas telefónicas permite la comunicación con los equipos que tiene el Ministerio del Interior si no 
hay orden de un Juez. 


SEÑOR TROBO.- ¿Debo entender que no es posible, bajo ningún concepto, con los medios técnicos 
con los que cuenta hoy el Ministerio del Interior, realizar una escucha si no es comunicándoselo 
previamente a Antel y sirviéndose de sus elementos técnicos? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Antel o cualquiera de las demás empresas. Esto ya fue 
descripto por el Inspector Principal Guarteche. Se le pide al Ministerio Público, este se lo solicita al 
Juez, quien libra la orden para Antel o para otra de las empresas, y recién a partir de ahí se puede 
comunicar el Ministerio del Interior. Si no se pasa por esos mecanismos, el Ministerio no tiene forma 
de hacerlo. 


SEÑOR BAYARDI.- En mi opinión, esto está agotado. Voy a solicitar al Poder Ejecutivo, y al 
Ministerio del Interior en particular, que tratemos de mejorar todos los recursos tecnológicos para 
llevar adelante todas las tareas de inteligencia y de contrainteligencia que el Estado determine. 


(¡Apoyados!) 


——— Creo que estamos en una situación de extrema debilidad desde el punto de vista de la capacidad 
operacional para llevar adelante las tareas en materia de inteligencia y de contrainteligencia. Si había alguna 
duda con respecto a que se estuviera llevando adelante acciones contra la interceptación telefónica, quiero 
que las autoridades del Poder Ejecutivo sepan que cuentan con mi total respaldo para la adquisición de los 
avances tecnológicos que sean necesarios, reitero, no solo para combatir al delito y al crimen organizado, 
sino también para defender los derechos de los ciudadanos, con las tareas de contrainteligencia, para saber 
quiénes, teniendo esta capacidad y no perteneciendo a la institucionalidad democrática del país, pueden 
realizar estas acciones sobre ciudadanos con responsabilidades políticas o cívicas, de cualquier otro tipo. 


Lo que a mí me deja la reunión es que estamos extremadamente carentes de recursos tecnológicos para 
desarrollar todo lo que tiene que ver con las actividades que en materia de inteligencia y de contrainteligencia 
debemos implementar. 


De modo que daría el respaldo necesario para adquirir estos bienes que, a esta altura del desarrollo 
tecnológico, son imprescindibles y que para el Estado no deberían significar una erogación extrema. 


Esto es cuanto quería trasmitir a los Ministros e integrantes del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PEREYRA.- Compartimos lo manifestado por los compañeros Michelini y Bayardi. 


Estamos muy satisfechos con las respuestas brindadas por las autoridades de los tres Ministerios y de la 
empresa pública ANTEL, y con la seriedad con la que se abordó el asunto, la que descontábamos. 


Nos vamos sin saber cuáles son, según el planteo inicial que hizo el señor Diputado Trobo, las entidades que 
en nuestro país realizan escuchas ilegales. En el marco del razonamiento que hizo el Diputado que convocó a 
las autoridades, y con la misma seriedad con la que se ha encarado esta reunión, nos parece necesario y 
oportuno que dichas precisiones sean planteadas una vez que los invitados se retiren. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nos gustaría saber si el Ministerio del Interior tiene planificado o pretende 
establecer un mecanismo para realizar escuchas telefónicas, destinadas a la lucha contra el 
narcotráfico o la delincuencia, sin pasar por las empresas de servicios de telefonía, aunque con una 
vinculación directa con el Juez. Adelantamos que para hacer ese tipo de propuestas se necesita un 
marco legal específico, que estaría muy reñido con las disposiciones constitucionales. Ningún Juez 
puede hacer lo que la ley no establece, ni puede dar una autorización genérica de interceptación de 
comunicaciones telefónicas. La pregunta es si hay algún planteo de ir hacia una disponibilidad directa 
de los aparatos telefónicos de los particulares. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Nosotros no planteamos la posibilidad de la escucha directa. 
¿Cómo controla un Juez si la escucha se hace desde el organismo sin pasar por una empresa telefónica 
que lo habilite? 


Sí nos planteamos lo que decíamos en el desarrollo de nuestra primera intervención: centralizar la escucha de 
forma que se pueda controlar mejor y sea más efectiva. También nos planteamos establecer el libro blanco. 


Por otra parte, me gustaría saber si lo expresado por el Diputado Bayardi es su opinión o la de la Comisión. 


SEÑOR BAYARDI.- Por el momento es la opinión del Diputado Bayardi, porque todavía no lo hemos 
discutido en el marco de la Comisión. Sí creo que es la posición de algunos otros legisladores que 
estamos trabajando en la Comisión Especial Con Fines de Asesoramiento Legislativo sobre Inteligencia 
de Estado. En el correr de este año esperamos contar con un proyecto de ley que regle con mayor 
precisión muchas de estas actividades. No voy a invocar a otros señores legisladores, que podrán hablar 
por sí y ante sí. 


SEÑOR TROBO.- Sobre esto último voy a dar mi opinión, que puede ser poco relevante porque no 
integro la Comisión. En lo personal, comparto plenamente las opiniones del señor Diputado Bayardi en 
cuanto a que nuestro Estado, nuestras Fuerzas Armadas, nuestro Ministerio del Interior y nuestra 
Policía deben tener todos los instrumentos de mayor avance tecnológico para defendernos, que es para 
lo que existen. Estas instituciones existen para cuidarnos, para protegernos, y no para intervenir en 
nuestras vidas, ni en nuestras libertades. Ese es un concepto que hemos tenido siempre desde el Partido 
Nacional y desde el sector que integro. No dudo que estas afirmaciones son un concepto compartido 
plenamente en nuestra colectividad política. 


Quiero aclarar que pregunté porque no sabía. No pregunté porque sabía. Si se sabe, cuando se pregunta se 
dice lo que se sabe. Yo pregunté porque no sabía. Inclusive, debo decirlo sinceramente -lo que sé se lo puedo 
trasmitir a los señores legisladores; por cierto, a algunos ya se lo he trasmitido, al igual que a algún jerarca 
del Gobierno, he preguntado sobre ciertas cuestiones que no parecen claras. Creo que esta etapa es de 
transparencia; es muy importante; no es para enojarse, sino para actuar como corresponde en una relación de 
respeto entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. 


Si se nos dice que hay reglamentaciones que no están más que establecidas por órdenes verbales, bueno, 
vayamos a lo que ocurre, porque la orden verbal debe tener un sustento jurídico. Es bueno que de aquí surja 
que las órdenes verbales deben transformarse en protocolos de actuación, en procedimientos. Si se nos dice 
que faltan ciertas reglamentaciones, es bueno que se trabaje en ellas; si se nos dice que habrá un libro blanco 
sobre estas cuestiones, que lo haya, porque también es muy importante; si se nos dice que el acceso a la 
información debe tener ciertas restricciones, que se sepa cuáles son las restricciones y para quiénes. 


Esas son cuestiones muy importantes en este proceso que estamos viviendo. Como señalaba el Inspector 
Guarteche, es un asunto muy amplio que no solamente refiere a la interceptación telefónica, que es el que nos 
motivó, sino también a la cuestión vinculada con la vigilancia electrónica. Vamos mucho más allá: la 
vigilancia electrónica ya no supone la intervención de ANTEL, de Movistar ni de Claro, sino la utilización de 
procedimientos tecnológicos que no tienen nada que ver con las compañías telefónicas. Son las fotografías, 
las grabaciones a distancia, etcétera. Se trata de cuestiones que todos sabemos que los Estados modernos 
deben tener también para proteger a sus ciudadanos. Estamos de acuerdo. 


Tenemos un espíritu amplio, una gran preocupación por el tema y queremos contribuir para que se recorran 
los caminos que se deben recorrer. Nuestro propósito es estrictamente democrático y garantista. Todos 
tenemos un compromiso hacia el futuro en el sentido de la defensa, de la seguridad, pero también de las 
libertades. 


SEÑOR BANGO.- En la medida que esta sesión está finalizando y que las consultas han sido 
evacuadas, luego de que se retiren las autoridades y los asesores que hoy nos visitan me gustaría dejar 
una constancia sobre el carácter que ha tenido esta reunión. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Hoy hablábamos de la centralización y del libro blanco. Es 
obvio que algunas de esas cosas no las podemos establecer nosotros. Nosotros no podemos establecer el 
libro blanco, sería una irregularidad. Eso tiene que pasar por acá, por el Parlamento. Estamos dando 
los pasos para eso, pero no lo podemos terminar nosotros. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Quiero agradecer la oportunidad de debatir 
un tema de fundamental importancia para el presente y para el futuro del país. Este no debe ser un 
tema tabú ni -oculto, pero debe ser tratado con el suficiente respeto y apego a las leyes. Nosotros 
hacemos inteligencia desde el punto de vista estratégico para defender soberanía, integridad territorial 
y nuestra independencia. Tengan la seguridad, señor Diputado Bayardi -ex Ministro de Defensa 
Nacional -y señor Diputado Trobo, que de acuerdo con las posibilidades económicas del país, tratamos 
de aportar lo mejor desde la defensa. Hacemos inteligencia; no hacemos espionaje, no tratamos de 
escuchar a nadie. Tratamos de hacer una inteligencia de carácter estratégico que tenga como norte el 
desarrollo de nuestro país -como establece la ley marco de defensa nacional en su primer artículo, 
determinar presente y futuro desde el punto de vista social de nuestra población. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradecemos la invitación. Ha sido 
una jornada de muchas preguntas y respuestas en distintos temas. En la parte que nos ha tocado, ha 
sido bastante interesante intercambiar opiniones y poner en claro los procedimientos y lo que tenemos 
hacia el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
agradece la presencia de las autoridades y sus asesores. 


(Se retiran de Sala los señores Ministros de Industria, Energía y Minería y del Interior, y el señor 
Subsecretario de Defensa Nacional, y asesores) 


SEÑOR BANGO.- Me pareció lógico realizar esta constancia luego de que partiera la delegación 
nutrida que nos acompañó. 


Cuando voté esa convocatoria lo hice con una honda preocupación. Lamentablemente, mi expectativa se verá 
frustrada si no se aportan elementos -no han surgido aquí -del planteo que ha hecho el colega, señor Diputado 
Trobo. Sería de alivio si el silencio del Diputado Trobo, frente a la requisitoria que hizo el colega, señor 
Diputado Pereyra, fuera demostrativo o ilustrativo de que no tenemos nada de qué preocuparnos. 
Francamente, cuando voté realizar esta convocatoria, lo hice para conocer la información que se nos iba a 
proveer -con la cual quedé absolutamente satisfecho, pero también porque desde el punto de vista ciudadano 
importa mucho si se tienen elementos que lo justifiquen. Me imagino que el Diputado Trobo estará 
recorriendo los caminos de la Justicia para hacer las denuncias penales correspondientes o nos informará aquí 


si hay algún elemento del cual nos tengamos que hacer eco y mantener la preocupación. Si el señor Diputado 
Trobo no tiene elementos para aportar, entonces me voy de aquí aliviado, porque la cosa no pasó a mayores. 


Esta es la constancia que quería dejar, porque sino siento que la convocatoria se podría haber salvado 
realizando directamente un pedido de informes tradicional. No por no recibir al colega, ni mucho menos, 
pero, lamentablemente, el Diputado Trobo no aportó aquí nada hasta el momento, de lo que ameritó esta 
convocatoria. 


SEÑOR TROBO.- Sin ánimo de polemizar quiero decir, en primer lugar, que no acepto ningún tipo de 
intimación ni del Diputado Bango ni de ningún otro señor Representante. No las hago; no es habitual 
en mí. 


En segundo término, el Diputado Bango ha dicho que la reunión ha sido muy productiva y también lo han 
dicho los Ministros. 


En tercer lugar, la argumentación que los Ministros nos han dado cuando dijeron que existe tecnología 
apropiada para intervenir electrónicamente en la vida de las personas, es lo que da fundamento a mis 
preocupaciones. Estamos sometidos a un régimen en el cual no sabemos si nos controlan o no. 


Quiero decir al Diputado Bango que si tengo un elemento que me indique la persona y el lugar desde el cual 
las presunciones que se me han hecho llegar se realizan, lo voy a hacer saber en el ámbito que corresponde. 
No es el Diputado Bango, quien me debe decir lo que tengo que hacer. Y si usted pregunta se va a enterar de 
que hay muchos indicios de que este tipo de operaciones ocurran. Simplemente digo eso. Y mire que estoy 
hablando consciente y responsablemente del tema. 


SEÑOR BANGO.- Quizá, mi intención se malinterpretó. No trato de decir a nadie, a ningún colega, lo 
que debe hacer, ni intimarlo. Simplemente, tengo una interpretación distinta. Pensé que el Diputado 
disponía de información concreta en cuanto a que estaban sucediendo este tipo de cosas. Por lo tanto, 
voté esta convocatoria, porque pensé que era el momento de tomar conocimiento oficial, a través de 
una Comisión, de esa situación. Aparentemente, tengo que entender que esa situación no existe, que el 
colega que ha traído este planteo no tiene elementos, porque si los tuviera los procesaría a la Justicia o 
los comunicaría, como recién lo ha dicho. 


SEÑOR TROBO.- Tengo elementos de convicción por las informaciones que recibo. No tengo 
elementos que me permitan indicar que un individuo en determinado lugar realice este tipo de 
operaciones. Como usted es parlamentario, averigite, pregunte y quizá llega a los mismos elementos 
que me han llegado a mí. 


Por otra parte, lamentablemente, no es la primera vez que en Uruguay alguien denuncia que puede haber una 
intervención de estas características. Usted sabe que lo han hecho parlamentarios del Gobierno y de la 
oposición, en los distintos Gobiernos. Recuerdo varias instancias en las cuales Ministros de Estado 
denunciaron situaciones de ese tipo aquí en el propio Parlamento. 


Entonces, no se trata de buscar la víctima, sino los victimarios. Para nosotros este tema tiene una conclusión 
interesante, en la medida en que se está denunciando la inexistencia de algún tipo de controles y de 
capacidades técnicas que tendría que haber. Vamos a trabajar en el sentido de que este tipo de cosas puedan 
ocurrir y si algún día ocurren, veremos. 


SEÑOR BAYARDI.- Quiero dejar una constancia. 


No quise contravenir al Diputado Trobo cuando dijo que, al respecto, existe un secreto a voces en el ámbito 
político, lo que, de alguna manera, ahora reafirma al decir que si uno investiga o recoge información lo 
constata. 


También el Ministerio del Interior dijo algo que -es importante -por lo menos así la registré, y es que hay una 
política sistemática de ir en contra o de deslegitimar el mecanismo de las escuchas telefónicas, a través de 
determinados procedimientos; no importa cuáles. 


(Interrupción del señor Diputado Borsari Brenna) 


——— No, habló de las escuchas telefónicas en general como instrumento de utilización en las instancias 
judiciales, en las que hay lugar a aclarar determinados delitos para llevar adelante procesamientos. Esa es la 
idea. En algún momento, deberíamos seguir investigando -cada cual por su lado, porque hay una política 
sistemática de horadar el tema de las escuchas telefónicas o, efectivamente, existe lo que el Diputado Trobo 
insinuó. No me consta que se trate de un secreto a voces en el ámbito político. Sí me consta que ha habido 
intercambios con algunos legisladores, algunos de los cuales se dieron cuenta acá, en términos generales. 


Creo que cada cual tendrá que seguir trabajando en lo suyo, pero sobre la base de no dar por hecho aquello 
que todavía no podemos probar, porque una cosa es seguir trabajando para obtener determinadas pruebas, que 
vayan más allá de las convicciones y, otra, haber arribado a alguna conclusión. De todos modos, pienso que 
la sesión dio para sacar algunas dudas que pudieran existir, para saber cuál es el estado actual, desde el punto 
de vista de las capacidades, y ha ilustrado desde el punto de vista de los procedimientos, cómo se actúa ante 
ello. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Como la semana pasada acompañamos esta propuesta y, además, 
sugerimos que se agregara un Ministerio más, y ya que todos están dejando constancia, debemos 
hacerlo nosotros también y decir que esta sesión nos ha permitido contar con una serie de elementos. 
Todos siempre tenemos determinadas expectativas en cuanto a los temas. Quedará en el fuero de cada 
uno si le convencen o no. Puede ser que no se estemos convencidos de las respuestas que se nos han 
brindado o que tuviéramos otras expectativas. Me parece que no es algo para que la Comisión evalúe, 
pero como se ha dejado constancia, nosotros también debemos hacerlo. 


Creo que para cualquier tipo de inquietud planteada por parte de algún señor Diputado, sea del Partido que 
sea, tiene que ser norma que atendamos la requisitoria y la llevemos adelante. Si nos convence o no, si nos 
vamos más o menos preocupados, dependerá de cada uno. Como decía el Diputado Trobo, esto no es algo 
nuevo. Inclusive, hay declaraciones de personas que hoy ocupan Ministerios. En el año 2010 expresaban que 
hablar por celular era como hablar por la radio. No debería tener mayor cuestionamiento el resultado de una 
sesión de trabajo, que pienso que ha sido positiva, y comparto con el Diputado Bayardi que esto debe 
continuar, ya sea a nivel de cada uno de los legisladores o de las propias comisiones parlamentarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que el recibimiento que hicimos, a pedido del Diputado 
Trobo, de los señores Ministros, para mí colmó las expectativas. Creo que este es el camino y me siento 
plenamente satisfecho. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese sentido, debemos continuar porque, además, acá se trata de que esté 
en juego la libertad, y lo primero que corresponde es llamar a las autoridades, y el Parlamento es quien 
tiene que hacerlo. 


Por consiguiente, me pareció una jornada fructífera y me gustaría seguir adelante. También tengo la 
percepción de que, quizá, hay algunos ámbitos que van más allá de lo institucional que tenemos que seguir 
investigando. 


Quiero informar que a sugerencia del Diputado Michelini, la Presidencia va a revisar la versión taquigráfica, 
por si hubiera algo incorrecto que deba ser retirado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


